Misión de Evaluación del Efecto 2 del Marco de Resultados Estratégicos 

del PNUD Guatemala

“Estado de Derecho consolidado particularmente en las reformas al sector seguridad y acceso a la Justicia” (G1-SGN2-SASN3) (2000-2003)

Evaluación de Efecto

Consolidación del Estado de Derecho

en Guatemala
Informe Final

(18 de Septiembre de 2003)
Equipo de Evaluación
Oscar Yujnovsky, consultor internacional en evaluación



      Director del equipo

Alberto Binder, consultor internacional, experto en justicia

RESUMEN
Este informe es el resultado de una evaluación de efecto auspiciada por el PNUD Guatemala. La evaluación se realiza sobre el efecto 2 del Marco de Resultados Estratégicos del PNUD Guatemala para 2003: “Estado de Derecho consolidado particularmente en las reformas al sector seguridad y acceso a la justicia”. La misión de evaluación centró su análisis sobre el progreso observado del efecto en el marco de las reformas de los sectores justicia y seguridad incluidas en los Acuerdos de Paz, tomando como período de referencia el ciclo de programación 2000-2003 y los antecedentes previos a partir de la firma de la Paz Firme y Duradera en diciembre de 1996. Ello ha respondido a tres objetivos: (a) evaluar la importancia de los cambios observados en el Estado de Derecho en Guatemala; (b) identificar los principales factores que influencian los resultados del proceso; y (c) evaluar la contribución específica del PNUD, así como la calidad de la estrategia de la organización, incluyendo la estrategia de alianzas.

Progresos alcanzados

A fin de poder evaluar los cambios en el efecto, comparados con una línea de base, la misión de evaluación desarrolló una metodología que consistió en una definición precisa del efecto considerando el contenido de los Acuerdos de Paz y el establecimiento de 14 indicadores genéricos y determinación de su estado al año base (inicio de 2000) y a septiembre de 2003. Los indicadores son:

1. Institucionalización de los conflictos (Capacidad de sistema institucional de absorber los principales conflictos sociales, políticos, económicos e individuales).
2. Presencia territorial efectiva del Estado, en especial, de las instituciones judiciales y de seguridad.

3. Uso efectivo de razones legales en la solución de conflictos.

4. Acceso a la información sobre la actuación de los funcionarios (publicidad de los actos de gobierno).

5. Control horizontal y responsabilidad  de los funcionarios.

6. Repliegue del Ejército a sus funciones específicas.

7. Efectiva actuación independiente de los poderes del Estado.

8. Reconocimiento y respeto a la institucionalidad de los pueblos indígenas.

9. Impunidad de los hechos graves de violencia y de las violaciones a los derechos humanos fundamentales.

10. Corrupción en las instituciones del Estado.
11. Efectivo cumplimiento de las sentencias judiciales.

12. Representatividad y funcionamiento del parlamento.

13. Calidad de la producción legislativa.

14. Aumento en la extensión del debate público sobre los indicadores anteriores, la calidad del debate y los consensos públicos

 Al año 2003, se ha observado una leve mejora en el Estado de Derecho con relación a la línea de base, como continuidad del proceso de democratización iniciado en 1985 y fortalecido a partir de los Acuerdos de Paz de 1996. No obstante ello, no han habido mejoras significativas en cinco áreas y ello constituye de por sí un retroceso: (a) no se ha encarado con profundidad el problema del idioma maya, que constituye la principal dificultad para generar un verdadero acceso a la justicia y la seguridad para millones de personas; (b) No se ha afrontado con profundidad el problema de la gestión de la conflictividad agraria, fuente histórica y actual de innumerables conflictos de otra especie y se observa una creciente criminalización de los conflictos agrarios con grave perjuicio para los sectores humildes y el pueblo Maya; (c) hay una notoria diferencia de atención de los problemas de justicia y de seguridad en la ciudad capital en comparación con el interior y las zonas rurales; (d) No se hay acciones relevantes que apoyen a las autoridades locales del Pueblo Maya según lo preconizado en la Constitución Política y los compromisos internacionales del país; y (e) no se ha afrontado con suficiente firmeza la supresión del Estado Mayor Presidencial; los consensos logrados no se han reflejado en acciones decisivas para poner bases firmes a este proceso de desmilitarización y la construcción de un sistema civil de inteligencia. Algo similar ocurre con la investigación criminal, en especial de los casos más graves, no habiéndose encarado la reforma de la policía de investigaciones.
Límites

Distintos factores coadyuvan a la situación del efecto. La influencia de la modernización y reorganización impulsada en el Organismo Judicial y el Ministerio Público no ha sido muy relevante aunque lo contrario puede decirse del Instituto de la Defensa Pública Penal y es positiva la sanción de leyes importantes en el período. Pese a la intensa tarea de capacitación realizada durante 2000-2003, ésta no ha tenido relevancia acorde con los recursos asignados y en particular ha sido negativa la incapacidad de las Escuelas de Leyes para modificar sus programas de estudio, en particular, la formación básica de los abogados.
Contribución del PNUD

La cooperación del PNUD, brindada a través de la asistencia de apoyo y de proyectos, ha sido positiva, pero en mucho menor medida de lo que era esperable por la cantidad de recursos desembolsados. En especial, el PNUD ha demostrado tener capacidad convocatoria para construir consensos pero menor para hacer que los consensos se transformen en políticas públicas efectivas. Aunque  la estrategia del PNUD se orientó a continuar brindando apoyo a la implementación de los Acuerdos de Paz, enfatizando el trabajo interagencial, labor que le es reconocida, no estableció una definición conceptual clara en el caso del efecto evaluado, lo que hubiera permitido elaborar una estrategia específica y aprovechar las articulaciones de sus distintas intervenciones (en justicia, seguridad ciudadana, tierras, descentralización, género y multiculturalidad). 
La absoluta mayoría de los recursos se aplicaron al área justicia ($ 11 millones sobre $ 21 millones aprobados para el efecto en el período) y de éstos la mayor parte asignados a la modernización de las instituciones judiciales. Este proceso es positivo pero con escasa contribución al efecto, dado que fue baja la repercusión en cuanto al acceso a la justicia por parte de los sectores prioritarios (indígenas, mujeres). Sin embargo es importante destacar que algunas últimas intervenciones (defensorías indígenas, fortalecimiento de las organizaciones de la sociedad civil, equidad de género), comenzaron a recibir prioridad en el período analizado.

En cuanto a la seguridad ciudadana, el PNUD colaboró con documentos conceptuales y en el tema tierra aportó a la definición de una estrategia gubernamental, aunque ésta sigue siendo todavía un área no resuelta. También ha sido difícil para el PNUD producir y poner en marcha una estrategia en el área de multiculturalidad, que sigue siendo el gran desafío para el país y la cooperación internacional.
Se han observado debilidades en la estrategia de alianzas, que se derivan de la complejidad del país, del número de actores, programas y recursos en juego, lo que ha afectado la posibilidad del PNUD de ampliar su contribución al efecto. La participación del PNUD es relevante en el Grupo de Diálogo donde participan los actores de la Comunidad Internacional junto con el Gobierno, pero se trata de un ámbito político que, aunque fundamental, no se refleja directamente en los programas de cooperación.

Recomendaciones

· Establecer una definición del efecto más acotada y definir indicadores precisos para su seguimiento, en lo posible cuantificables.
· Organizar la acción del PNUD sobre líneas estratégicas y la gestión basada en resultados, mucho más allá de la selección de prioridades por áreas de intervención y/o proyectos y rompiendo con la inercia de los proyectos.
· Seleccionar aquellos puntos de entrada estratégicos que ofrecen mayores repercusiones sobre las cuestiones claves de la desigualdad social y la exclusión, tales como las dirigidas al área rural, al pueblo maya y a la mujer, sin que ello signifique poner el acento en operaciones “downstream”. El PNUD debería dar prioridad al trabajo “upstream” de diálogo y asesoramiento de políticas y facilitación de consensos vinculados con dichas áreas específicas.

· Reexaminar en profundidad la estructura de alianzas y sociedades, considerando especialmente el retiro gradual de MINUGUA. El PNUD debe asumir el liderazgo que le reconocen los donantes, superando las alianzas reducidas a lo financiero. Es preferible establecer un número menor de alianzas, eligiendo aliados/socios críticos e involucrarlos desde el inicio en los acuerdos sobre efectos.

· Estimular una cultura de trabajo en la Oficina, sobre la base de la participación en la definición e implementación de las estrategias que articulen las contribuciones de cada equipo gerencial a los efectos e involucrando al personal técnico de los proyectos. Asimismo, se recomienda incrementar el trabajo de campo particularmente en el interior del país y las áreas rurales y con predominio de población indígena.

INTRODUCCION

La evaluación de efecto
La evaluación de efecto constituye un nuevo método de evaluación del PNUD que se inscribe en el marco de la reforma de la Organización, que busca promover una gestión basada en resultados (GBR). Este enfoque implica una revisión de los instrumentos y procedimientos de planificación y gestión de las actividades de seguimiento y evaluación de la cooperación del PNUD. 

La evaluación de efecto se distingue de las evaluaciones de programas o proyectos:

· Se centra sobre los efectos -cambios reales en las condiciones de desarrollo entre la terminación de productos y el impacto- alcanzados en alianza con otros-. 

· La evaluación no analiza proyectos particulares sino que comprende la contribución global del PNUD: contribución de los diferentes proyectos vinculados al efecto, actividades de asistencia de apoyo de la oficina de campo, actividades de otros niveles del PNUD (ejemplo, de la sede) vinculados al efecto.

· La contribución del PNUD se evalúa considerando el conjunto de las contribuciones al efecto, lo que implica tomar en cuenta explícitamente la acción de los socios, enfatizando el análisis sobre la estrategia de alianzas puesta en marcha.

El Marco de Resultados estratégicos y la elección del efecto

La evaluación se refiere al ciclo de programación 2000-2003 aunque considera también  los antecedentes desde 1996, año de la firma de los Acuerdos de Paz en Guatemala. Se tiene en cuenta el efecto elegido en el área de gobernabilidad del Marco de Resultados Estratégicos (MRE): “Consolidación del Estado de Derecho particularmente en las reformas del sector seguridad y el acceso a la justicia”, según la reformulación del efecto realizada en el año 2002.
La consolidación del Estado de Derecho es fundamental en el caso de Guatemala, como parte del proceso de paz y de democratización del país e insertada en los Acuerdos de Paz.
Esta evaluación también se halla justificada desde el punto de vista del PNUD, en particular, de la Dirección de América Latina y el Caribe, cuya estrategia de cooperación para el período 2000-2005 prioriza el área de “gobernabilidad democrática”, que determina que el PNUD brinda apoyo a los procesos de fortalecimiento de la sociedad civil, la reforma institucional del Estado (en áreas tales como el Parlamento, la Justicia y la Seguridad y el fortalecimiento del desarrollo humano local).

Los objetivos y la metodología de la evaluación
Según los términos de referencia (Ver anexo I), la evaluación debe “poner de relieve el valor agregado de las intervenciones del PNUD en el fortalecimiento de la justicia en Guatemala y la consolidación del Estado Democrático Pluricultural y Multiétnico de derecho”.
No contando con una línea de base detallada con respecto al efecto, ni tampoco con un conjunto de indicadores para medir los cambios producidos en el efecto en el período, la misión de evaluación procedió a construirlos, estableciendo un conjunto de 14 indicadores genéricos que permitieron establecer la situación inicial a fin de 1999 y evaluar los cambios producidos. Paralelamente se procedió a un análisis de las intervenciones del PNUD, tanto mediante la asistencia de apoyo y de proyectos, a fin de evaluar la incidencia que habrían tenido en los cambios en el efecto. A ese objetivo, el trabajo no se limitó a las áreas de justicia y de seguridad ciudadana, sino que se incorporaron otras intervenciones que a juicio de la misión, también se vinculan al efecto.
I. CONTEXTO

1. El contexto nacional y su evolución en 2000-2003

1.1. Situación económica-social y política
Guatemala, un país de más de 11 millones de habitantes, se halla en un proceso de transición a la democracia caracterizado por avances o retrocesos con relación al cumplimiento de los Acuerdos de Paz. El acuerdo final, después de más de 30 años de guerra fue firmado entre el Gobierno y la URNG en diciembre de 1996. Sin embargo, el proceso incluyó varias etapas previas a partir de 1984 marcado por hitos como la  Constitución Política (1985), la toma de posesión del gobierno electo democráticamente (1986), los Acuerdos de Esquipulas (1987), y el inicio de las conversaciones de paz que permiten la firma del primer Acuerdo Global sobre Derechos Humanos en 1994. Debido al rezago en el cumplimiento de los Acuerdos, el gobierno y la URNG acordaron en diciembre de 2000 un nuevo calendario para alcanzar los compromisos pendientes. Sin embargo, la mayoría de los analistas están de acuerdo que se hicieron escasos avances en 2001 y 2002.

Guatemala presenta un índice de desarrollo humano (IDH) medio que la sitúa en la posición 119 entre 175 países del mundo, según el Informe sobre Desarrollo Humano 2003. De acuerdo con el Informe Nacional de Desarrollo Humano de 2003, más de la mitad de la población vive en la pobreza y 21% en la extrema pobreza (2002). Los departamentos con más bajo índice de desarrollo humano, Alta Verapaz, Quiché, Totonicapán, Sololá, Huehuetenango y San Marcos, están habitados por población mayoritariamente indígena. Los indicadores sociales continúan siendo los más bajos de Centroamérica, con 67% de la población sin acceso a agua potable y un tercio de la población de menos de 15 años sin haber asistido a la escuela. Tanto el INDH como el Programa del País señalan la exclusión como problema fundamental que tiene tres dimensiones: exclusión económica, por falta de participación; exclusión política y jurídica, por falta de representación y de derechos y exclusión social, tanto de género como étnica, en la medida en que la población indígena vive en la pobreza y la marginalidad.

La economía guatemalteca está basada en la agricultura y concentrada en algunos rubros de exportación de productos primarios -café y el azúcar predominantemente. En los últimos dos años la economía experimentó un estancamiento (crecimiento del PBI/capita de –0.3% en 2001 y de –0.6 %  en 2002), afectada por la caída en los precios del café, reducción de remesas debido a la declinación económica en Estados Unidos, contracción del turismo y de las exportaciones no tradicionales.

1.1. Los socios claves para el efecto
Después de la firma de los Acuerdos de Paz, distintos organismos del Estado son socios claves del PNUD para la puesta en marcha de procesos de fortalecimiento del Estado de Derecho: el Organismo Judicial, el Ministerio Público, el Instituto de Defensa Pública Penal, la Comisión de Nacional para el Seguimiento y Apoyo al Fortalecimiento de la  Justicia, la Procuraduría de los Derechos Humanos (PDH); la Instancia Coordinadora del Sector Justicia; el Ministerio de Economía; SEGEPLAN; el Ministerio de Gobernación; y la Procuraduría de los Derechos Humanos (PDH).

Como facilitador imparcial, el PNUD ha establecido alianzas con otros actores internacionales y nacionales:

· La Misión de verificación de las Naciones Unidas en Guatemala (MINUGUA), trabajando particularmente en el campo de los derechos humanos, diálogo de políticas, programas y estrategias de paz de largo plazo

· Organizaciones de la sociedad civil, ONG y organizaciones de base

· Organizaciones indígenas y líderes espirituales

· Cámaras de Comercio e Industria

· Otras organizaciones de las Naciones Unidas, trabajando en el marco del ACP/MANUD

· Donantes bilaterales (Suecia, Noruega, Dinamarca, Finlandia, Italia, USAID, España, éste último en el período anterior )

· Organismos financieros internacionales: Banco Mundial, BID

· El PNUD actúa como Secretaría del grupo de diálogo de donantes que ha tenido varias reuniones con el Presidente de la República y sus principales asesores sobre cuestiones de importancia nacional que hacen al estado de derecho (derechos humanos, reforma fiscal, desmilitarización, corrupción, reforma del sector financiero y estabilidad macroeconómica y desarrollo humano sostenible).
2. El contexto específico de la intervención del PNUD en Guatemala

2.1. La tarea previa del PNUD
El PNUD centra su tarea de cooperación en Guatemala para apoyar la implementación de los Acuerdos de Paz. El programa del país 1996-2000 (en ese momento, “programa nacional”) se orienta con ese objetivo y sus resultados han sido juzgados en el Examen de País como “un modelo efectivo de la participación de las Naciones Unidas en los países en la transición de post-conflicto”. La experiencia ha influido las guías y procedimientos para el trabajo de las Naciones Unidas en la prevención de conflictos, construcción de la paz y desarrollo. El enfoque implicó: (a) adopción de un enfoque de derechos humanos y apoyo a la gobernabilidad democrática; (b) énfasis en el asesoramiento de políticas sobre cuestiones relacionadas a la paz; (c) acercamiento a la sociedad civil y al sector privado como socios claves del proceso de paz;  (d) desempeño de un papel de intermediario imparcial entre sectores anteriormente en conflicto; y (e) fortalecimiento de la coordinación de los servicios del Sistema de las Naciones Unidas y de la comunidad internacional.

Además del diálogo de políticas y de coordinación el PNUD puso en marcha diversos proyectos de apoyo al proceso de paz y reconciliación, al Acuerdo sobre Derechos Humanos en sociedad con MINUGUA, a la desmovilización y reinserción de ex-combatientes y a la participación de la mujer en los acuerdos de paz. Entre 1997 y 2000, el PNUD comenzó a implementar un programa orientado a la reforma judicial, que comprende proyectos para crear la Defensa Pública Penal, apoyar la reforma del Organismo Judicial, extender la presencia de la justicia en el interior del país, apoyar la Escuela de Estudios Penitenciarios, fortalecer el Ministerio Publico y las fiscalías, modernizar los Juzgados de Primera Instancia y Juzgados de Paz y crear defensorías indígenas.  Asimismo, el PNUD puso en marcha un proyecto de apoyo a la reforma de la educación en derechos humanos en el país.

2.2. El Marco de Cooperación del País 2001-2004

En el actual Programa del País se vuelve a ratificar que su orientación es “apoyar la plena implementación de los Acuerdos de Paz y reducir la exclusión social”, que es ahora un objetivo que comparte con los otros organismos del Sistema de las Naciones Unidas en el MANUD. En el área de gobernabilidad, el PNUD impulsa proyectos en el área judicial, de seguridad ciudadana, de fortalecimiento de las organizaciones locales y consensos nacionales y a nivel comunitario para consolidar la paz y el desarrollo humano sostenible. 

II. EVOLUCION Y FORTALECIMIENTO DEL ESTADO DE DERECHO EN GUATEMALA (CAMBIOS EN EL EFECTO)

1. La definición y medida del efecto

1.1.  Los problemas vinculados con la definición del efecto

El objeto central de esta evaluación consiste en apreciar los cambios producidos en el proceso de fortalecimiento del Estado de Derecho en Guatemala y la contribución que los productos elaborados con el apoyo del PNUD ha tenido en esos cambios. En especial, se observan los cambios producidos en las tres áreas seleccionadas en el MRE 2000-2003:

1. La administración de justicia

2. Seguridad de los ciudadanos

3. Acceso a la tutela judicial

Para realizar esta evaluación nos enfrentamos a dificultades provenientes tanto de los significados posibles de la idea misma de Estado de Derecho como de la selección y pertinencia de las dimensiones identificadas en la planificación del PNUD. El lenguaje sintético utilizado en el MRE no nos brinda criterios para resolver estas dificultades.

Si bien el objeto de evaluación comprende el período 2000-2003 no es posible realizar una apreciación de ese período sin ubicarlo en el plazo mas largo correspondiente a la transición democrática que se inicia en 1986 y, dentro de éste, el lapso que se inicia con el Acuerdo de Paz Duradera y Definitiva en el año 1996.  En consecuencia, construir un marco más preciso para esta evaluación implica:

1. Precisar la idea de fortalecimiento del Estado de Derecho y su significado específico en el proceso social y político guatemalteco.

2. Definir con precisión cada una de las dimensiones seleccionadas en el MRE, revisar su pertinencia y analizar su relación con las otras dimensiones que también consideramos relevantes del concepto de Estado de Derecho (exclusión, multiculturalidad, independencia de poderes, sujeción de las fuerzas armadas al poder civil, acción del Estado de acuerdo con la legalidad, etc.)

3. Describir las características más relevantes para nuestro propósito del proceso de transición democrática y del lapso que inicia con los Acuerdos de Paz.

4. Construir los indicadores relevantes para medir los cambios en el Estado de Derecho y precisar los factores que han influido en esos cambios.

5. Señalar las restricciones analíticas o de carencia de información que puedan influir en esta evaluación.

1.3. El enfoque adoptado por la misión 

1.3.1. La definición de “fortalecimiento del Estado de Derecho” como efecto a evaluar.
El PNUD Guatemala en su MRE del año 2000-2002 estableció como uno de sus efectos prioritarios la construcción de una “justa y eficiente administración de justicia”. Posteriormente, en la revisión del MRE realizada en el año 2002, el efecto señalado se reformuló, denominándolo “consolidación del Estado de Derecho particularmente en lo relativo a las reformas del sector de seguridad y acceso a la justicia”. Estas dos formulaciones parecen similares pero podrían responder a diferentes enfoques o prioridades.  Esta misión asume que la nueva formulación no significa un cambio en el efecto perseguido sino el intento de ubicarlo con mayor precisión dentro del proceso de construcción del Estado de Derecho y lograr mayor claridad en la identificación de las dimensiones prioritarias de esa construcción.

Para evitar confusiones en el uso del lenguaje, el efecto que debemos evaluar se expresa como la “mejora del Estado de Derecho”  De la lectura integral de la documentación producida por el PNUD Guatemala se ha podido concluir que, dado que el Estado de Derecho tiene múltiples dimensiones, se busca contribuir a esa mejoría a través de tres de ellas: (a) la construcción de un sistema judicial eficiente e imparcial; (b) la construcción de un sistema de seguridad eficiente y respetuoso de los derechos fundamentales; y (c) el incremento del acceso a la tutela judicial de los derechos, en especial por parte de los sectores más vulnerables de la sociedad.

Esta primera clarificación no nos exime de otras aclaraciones indispensables para precisar el efecto que se debe evaluar. La idea de “estado de derecho” tiene diversas dimensiones y significados, tanto en el lenguaje técnico como en el que utilizan los actores sociales y políticos, que han suscitado debates y controversias. No corresponde a este documento analizar o resolver esas discusiones. Para proponer una definición estimamos conveniente basarla en los conceptos de los propios Acuerdos de Paz, ya que ellos constituyen el punto de referencia ineludible para identificar el proceso social y político en el que se pretende incidir.

El “Acuerdo sobre fortalecimiento del Poder Civil y función del ejército en una sociedad democrática”, firmado el 19 de septiembre de 1996, es el documento que fija con mayor claridad el contenido y las dimensiones que expresan el ideal de un Estado de Derecho contenido en la Constitución Política de la República de Guatemala. Según dicho texto: “reviste una importancia fundamental fortalecer el poder civil, en tanto expresión de la voluntad ciudadana a través de los derechos políticos, afianzar la función legislativa, reformar la administración de la justicia y garantizar la seguridad ciudadana que, en conjunto, son decisivas para el goce de las libertades y los derechos ciudadanos; y que dentro de una institucionalidad democrática, corresponde al Ejército de Guatemala la función esencial de defender la soberanía nacional y la integridad territorial del país”. Ello con una finalidad histórica precisa: evitar la exclusión política, la intolerancia ideológica y la polarización de la sociedad guatemalteca. En un momento histórico muy concreto: la oportunidad histórica de superar las secuelas de un pasado de enfrentamiento armado e ideológico para reformar y cimentar una institucionalidad acorde con las exigencias del desarrollo de la nación y de la reconciliación del pueblo guatemalteco. Y frente a una realidad también muy concreta: carencias y debilidades en las instituciones civiles, a menudo inaccesibles a la mayoría de la población y la prevalencia de lógicas y comportamientos que han ido en detrimento de las libertades y los derechos ciudadanos.

Por otra parte, tal como lo señala el “Acuerdo sobre identidad y derechos de los pueblos indígenas, firmado el 31 de marzo de 1995”, el tema de la identidad y derechos de los pueblos indígenas constituye un punto fundamental y de trascendencia histórica para el presente y futuro de Guatemala. No es posible, pues, definir el efecto a evaluar sin incluir “el reconocimiento en todos sus aspectos la identidad los derechos de los pueblos que la han habitado y la habitan, componentes todos de su realidad actual y protagonistas de su desarrollo, en todo sentido”.  En particular se debe asumir “que todos los asuntos de interés directo para los pueblos indígenas demandan ser tratados por y con ellos, y que el presente acuerdo buscar crear, ampliar y fortalecer las estructuras, condiciones, oportunidades y garantías de participación de los pueblos indígenas, en el pleno respeto de su identidad y del ejercicio de sus derechos” En particular, en “las aspiraciones de los pueblos indígenas para lograr el control de sus propias instituciones y forma de vida como pueblos.
Con todos estos elementos provenientes del diálogo y el consenso entre los actores sociales y políticos del país, la misión de evaluación define “mejora del Estado de Derecho en Guatemala” como el fortalecimiento del poder y las instituciones civiles  democráticas, vinculadas con la función legislativa, la administración de la justicia y la seguridad ciudadana, volviéndolas accesibles para toda la población, de tal manera que aseguren el goce de las libertades y los derechos ciudadanos, el respeto a la identidad y la institucionalidad de los pueblos indígenas, la sujeción del poder militar y los demás sectores del Estado y la sociedad a la legalidad y eviten la exclusión, la intolerancia y la violencia entre los guatemaltecos.

1.3.2. La definición de las dimensiones del efecto seleccionadas como prioritarias y su relación con otras dimensiones.

La definición del efecto que utilizamos es compleja, porque incluye diversas dimensiones que se interrelacionan de un modo dinámico en el proceso social y político guatemalteco y se relacionan a su vez con otros procesos (desarrollo local, inclusión económica y social, etc.) que también tendrán influencia en la mejora del Estado de Derecho. Para alcanzar mayor precisión ordenaremos esas dimensiones en tres niveles analíticos, operativos para esta evaluación.

b. Áreas de intervención para mejorar el Estado de Derecho. Se han establecido tres áreas específicas del poder civil y las instituciones democráticas vinculadas con (i) la función legislativa; (ii) la administración de justicia y (iii) el sistema de seguridad ciudadana. La relevancia de estas áreas no implica que el PNUD  decida trabajar en todas ellas. En este caso, por razones estratégicas y de alianzas ( MINUGUA, proyecto ProLey) se decidió solo trabajar en las áreas ii y iii.

c. Atributos de esas áreas. Se han definido dos atributos prioritarios en cada una de esas áreas: (i) fortalecimiento institucional y (ii) accesibilidad por parte de la totalidad de la población. Distinguimos “accesibilidad” que es la posibilidad  real de utilizar las instituciones  de “acceso” que es el uso efectivo de esos servicios y que puede estar condicionado por otros factores (interés, falta de conocimiento, educación, etc.).
d. Finalidades. Se procura mejorar el Estado de Derecho con los siguientes propósitos: (i) asegurar el goce de las libertades y los derechos ciudadanos; (ii) asegurar el respeto a la identidad y la institucionalidad de los pueblos indígenas; (iii) asegurar la sujeción del poder militar al poder civil y a la legalidad; (iv) asegurar el sometimiento de los demás sectores del Estado y la sociedad a la legalidad; (v) evitar la exclusión; (vi) evitar la intolerancia; y (vii) evitar la violencia entre los guatemaltecos.

Por otra parte, se definen las áreas específicas del modo siguiente:

a. Instituciones vinculadas con la función legislativa: son aquéllas encargadas de sancionar las leyes, así como nombrar y remover a los jueces que deben aplicarlas.

b. Instituciones vinculadas con la administración de justicia: son aquéllas encargadas de resolver conforme a la ley los conflictos que le son planteados y garantizar el respeto a los derechos fundamentales de las personas, en especial, los vinculados con la integridad física y la libertad.

c. Instituciones  vinculadas con el sistema de seguridad ciudadana: son aquéllas  encargadas de prevenir o disuadir los conflictos más graves o violentos, en especial aquéllos definidos como delitos y prestar colaboración a los ciudadanos para la preservación de la paz comunitaria en la vida cotidiana.

1.3.3. Indicadores relevantes para medir el Estado de Derecho
Se utilizarán  indicadores genéricos para construir una visión integral sobre el cambio en el efecto. En la evaluación concreta de los distintos factores y dimensiones se derivarán otros indicadores específicos según las características de la dimensión analizada. A continuación, se agregan las definiciones de los indicadores que se utilizan en el cuadro:

1. Institucionalización de los conflictos (Capacidad de sistema institucional de absorber los principales conflictos sociales, políticos, económicos e individuales).
Este indicador señala la capacidad del sistema institucional de absorber los principales conflictos sociales, políticos, económicos e individuales, independientemente de la justicia, racionabilidad o tipo de decisión que se tome en cada uno de esos conflictos.

2. Presencia territorial efectiva del Estado, en especial, de las instituciones judiciales y de seguridad.

Este indicador no sólo es entendido como presencia física, sino como dotación suficiente de recursos, humanos y materiales para servir de medio a la comunidad local, una distribución adecuada en términos de las características sociales, geográficas y culturales del territorio y la existencia de algún tipo de apoyo para el desarrollo y funcionamiento adecuado de estas instituciones locales.

3. Uso efectivo de razones legales en la solución de conflictos.

En este indicador se trata de medir el uso de razones fundadas en el ordenamiento jurídico, en especial el Constitucional y los convenios internacionales, para fundar realmente y de un modo público decisiones relevantes de resolución de conflictos.

4. Acceso a la información sobre la actuación de los funcionarios (publicidad de los actos de gobierno).
Este indicador  se utiliza especialmente para la información que producen los jueces y funcionarios del sistema de seguridad.

5. Control horizontal y responsabilidad  de los funcionarios.

Este indicador se refiere a la existencia de procedimientos y organismos de control de los funcionarios, tanto al interior de sus propias organizaciones, como entre otras instituciones del Estado y la sociedad.

6. Repliegue del Ejército a sus funciones específicas.

Este indicador permite observar la relación del proceso de desmilitarización  con las áreas específicas de seguridad y justicia y el sometimiento del Ejército a esas instituciones civiles.
7. Efectiva actuación independiente de los poderes del Estado.

Este indicador busca medir el avance en esquema republicano de gobierno, tanto a nivel central como local, en particular para señalar el abandono del predominio absoluto del Poder Ejecutivo.

8. Reconocimiento y respeto a la institucionalidad de los pueblos indígenas.

El contenido de este indicador surge con claridad del conjunto de dimensiones y alcances que se establecieron en el Acuerdo de Paz específico.

9. Impunidad de los hechos graves de violencia y de las violaciones a los derechos humanos fundamentales.

Este indicador es clave en la medición de la mejoría del Estado de Derecho. Ha sido el punto central de verificación por MINUGUA desde su instalación.

10. Corrupción en las instituciones del Estado.

La corrupción de los funcionarios públicos es un indicador genérico, pero determinante para evaluar el valor real de la legalidad y no su vigencia formal.

11. Efectivo cumplimiento de las sentencias judiciales.

Este indicador permite analizar la fortaleza de las decisiones judiciales y el respeto existente hacia ellas, en particular por los funcionarios públicos.

12. Representatividad y funcionamiento del parlamento.
Este indicador permite analizar el nivel de democratización en la creación del sistema legal del país.

13. Calidad de la producción legislativa.

Este indicador es utilizado no sólo en el sentido técnico legislativo (la utilización del lenguaje y la lógica normativa para concretar con claridad decisiones políticas) sino también  en cuanto a su calidad política (debates y consensos en la formación de la ley).

14. Aumento en la extensión del debate público sobre los indicadores anteriores, la calidad del debate y los consensos públicos

Este indicador busca medir el grado de conciencia sobre estos problemas en tanto se expresa públicamente y la capacidad de construir debates, consensos y argumentaciones alrededor de las dimensiones del Estado de Derecho por parte de los distintos sectores públicos

1.3.4. Línea de base al 2000
Los elementos de la línea de base han sido extraídos del “Análisis de la Situación del País, Guatemala”, producido por el Sistema de las Naciones Unidas”, mayo 2000.

No obstante los avance realizados desde el inicio del proceso de democratización y la firma de los Acuerdos de Paz, en el año 2000, cuatro años después de los Acuerdos de Paz, Guatemala sigue siendo una sociedad altamente conflictiva dado que no se ha logrado revertir de un modo sustancial la falta de equidad y exclusión del desarrollo de la mayor parte de la población, principalmente de la que habita en áreas rurales, en particular la los pueblos indígenas y las mujeres, sectores donde se agudizan la condición de pobreza y la falta de acceso a la tierra como resultado de la concentración. Muchas de estas zonas coinciden con aquéllas donde se desarrolló con mayor intensidad el conflicto armado.

A esta precariedad de las condiciones socio-económicas se asocian dificultades políticas y jurídicas para construir un Estado de Derecho que garantice el ejercicio pleno de la ciudadanía. En el año 2000 a nivel institucional todavía existe una preeminencia del Poder Ejecutivo sobre el Legislativo y el Judicial y “a nivel político el Estado Guatemalteco otorga privilegios a los intereses de los grupos y corporaciones privadas y al Ejército por encima de los derechos y necesidades de la mayoría de la población.”. A esto se suma la corrupción, que debilita la legitimidad y legalidad del Estado, con efectos en la ineficacia del sistema de justicia y la continuación de la impunidad. 

No obstante, al año 2000 se percibe una mayor confianza en las instituciones democráticas, una mayor participación en los gobiernos locales y una creciente tolerancia a la diversidad política y cultural del país. Sin embargo, la no aprobación de las reformas constitucionales en la consulta popular de 1999 y las reformas a la ley electoral previa a las elecciones de ese mismo año constituyen un retroceso en el proceso de consolidación de la democracia, con gran impacto  sobre el proceso de cumplimiento de los Acuerdos de Paz, las modalidades de la participación social y política y la actitud y energía de los distintos actores sociales. Sin duda, el resultado de la consulta popular es un punto de inflexión en el desarrollo del cumplimiento de los Acuerdos, en especial en los temas vinculados al Estado de Derecho.

Si bien es cierto que se han puesto en marcha reformas sustanciales del sistema de justicia  y en general se han reducido las violaciones a los derechos humanos, que ya no responden a un plan concertado desde el Estado,  aún existen problemas para la instauración de un régimen de legalidad y de condiciones adecuadas para el ejercicio pleno de los derechos humanos fundamentales. El sistema de justicia ha comenzado a experimentar algunas transformaciones importantes que contribuyen a crear paulatinamente un Estado democrático, en particular en la capacidad de diagnosticar sus necesidades y la modernización de algunas de sus operaciones y procedimientos administrativos. La elección de los magistrados y jueces se ha hecho mas transparente, los problemas del sistema de justicia son ventilados con mayor claridad en los medios de comunicación y en los foros académicos y especializados.

A pesar de ciertos avances en la realización de los planes de modernización del Organismo Judicial y del Ministerio Público y el cumplimiento del incremento presupuestario del 50% para el año 2000 –comparado con el año 1995-, el sistema judicial no ha alcanzado todavía un desarrollo institucional suficiente, mantiene procedimientos lentos e inoperantes, ineficacia en la investigación criminal, un bajo nivel  profesional, precaria independencia judicial, sistemas de gestión  y organización  ineficaces y poco transparentes, bajos niveles de coordinación interinstitucional del sector, una defensa pública con escasa cobertura nacional y carencias presupuestarias, así como un sistema penitenciario obsoleto y sobrecargado, corrupción y un incremento en el número de violaciones a los derechos humanos originados mayoritariamente en el organismo judicial (MINUGUA, X Informe sobre Derechos Humanos, enero 2000. Señala el informe que es un cambio con respecto a la situación en la década pasada cuando gran parte de esas violaciones era adjudicada a los organismos de seguridad del Estado). 

En cuanto a la seguridad ciudadana, se ha mejorado la infraestructura y la organización y modificado el enfoque militarizado, orientándolo a sus funciones específicas, lo que ha permitido una mayor seguridad en las carreteras y lugares públicos. Pero la renovada Policía Nacional Civil mantiene problemas provenientes del diseño organizacional y el marco normativo de base, de su rápida capacitación, de la falta de una adecuada perspectiva de género (indispensable para los casos de violencia contra la mujer) y el abuso de derechos de menores y jóvenes. Todavía se aplican procedimientos arbitrarios y el Estado no ha logrado disminuir la criminalidad ni diversificar los instrumentos para enfrentarla. No se ha avanzado de un modo significativo en la desmilitarización del Sistema Nacional de Inteligencia y en la desaparición del Estado Mayor Presidencial.

El proceso de implementación del Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos indígenas ha abierto nuevos espacios de concertación directa con las instituciones estatales y ha contribuido a la concienciación sobre la multiculturalidad. Sin embargo, el resultado de la consulta popular de 1999 puso de manifiesto la brecha existente entre áreas de mayoría indígena y no indígena y demuestra que el proceso es un aún lento y débil. Existen grandes dificultades para concretar avances en áreas claves tales como el bilingüismo y el  respeto y apoyo a las autoridades locales.

1.3.5. Limitaciones del análisis
La complejidad histórica de Guatemala, la imbricación del proceso de democratización y el Proceso de Paz, sumados al mantenimiento de condiciones de vida de extrema pobreza y exclusión, hacen extremadamente difícil aislar en el análisis la incidencia de todos estos factores en los cambios del efecto que son objeto de esta evaluación. No obstante, se ha tratado de responder al problema integrando una matriz lo suficientemente abierta y sensible a las distintas dimensiones, que se expresan en indicadores transversales, de tal modo de contribuir a una explicación lo más rigurosa posible del cambio en el Estado de Derecho.

Muchos de los indicadores permitirían una aproximación cuantitativa que perfeccionaría el discernimiento del cambio en el efecto, pero ellos no fueron utilizados anteriormente y es imposible reconstruirlos en el tiempo de duración de esta misión.  Del mismo modo, no se ha podido tener acceso a documentos claros que señalen la justificación de la estrategia de intervención del PNUD, por lo que ha sido necesario reconstruirla sobre la base de documentos parciales y entrevistas.

2. El progreso logrado en el efecto.

	
	CAMBIOS EN EL EFECTO


	

	Indicadores


	Línea de Base 

2000


	Cambios 

al 2003

	1. Institucionalización del Conflicto: Este indicador señala la capacidad del sistema institucional de absorber los principales conflictos sociales, políticos, económicos e individuales, independientemente de la justicia, racionabilidad o tipo de decisión que se tome en cada uno de esos conflictos.

1. Institucionalización del Conflicto: Este indicador señala la capacidad del sistema institucional de absorber los principales conflictos sociales, políticos, económicos e individuales, independientemente de la justicia, racionabilidad o tipo de decisión que se tome en cada uno de esos conflictos.
1. Institucionalización del Conflicto: Este indicador señala la capacidad del sistema institucional de absorber los principales conflictos sociales, políticos, económicos e individuales, independientemente de la justicia, racionabilidad o tipo de decisión que se tome en cada uno de esos conflictos.

	1.1. La capacidad del sistema institucional para absorber conflictos es escasa, aunque superior a la existente en años anteriores. En especial, el sistema institucional se caracteriza por:

1.1.1. Deficiencias en los procedimientos y operaciones de las instituciones judiciales

1.1.2 Precariedad de instrumentos y preparación de la Policía Nacional.

1.1.3 Falta de una adecuada división de trabajo entre fiscales y policías de investigación.

1.1.4 Disminución de la capacidad de la defensa pública, con respecto a años anteriores.

1.1.5 Débiles instituciones judiciales en el interior del país.

1.1.6 Débiles instituciones de seguridad en el interior del país.

1.1.7 Mayor fortaleza del Tribunal Supremo Electoral

1.1.8 Mayor presencia y fortaleza de la Corte de Constitucionalidad.

1.1.9 Mayor capacidad de las instituciones del Poder Ejecutivo para conciliar grandes conflictos sociales.

1.1.10 Mayor fortaleza de los partidos políticos para canalizar las luchas sectoriales y establecer alianzas y acuerdos.


	1.1. Si bien es difícil en tan corto plazo precisar el grado de avance general en la capacidad institucional de absorber la conflictividad se puede decir que se ha hallado una mejora,  que surge del hecho de que las instituciones se han tenido que enfrentar a un grado mayor de conflictividad, que las ha puesto a prueba y ello si bien ha puesto en evidencia su precariedad y debilidad no ha significado volver ni a políticas permanentes de fuerza pura, ni a lógicas de terrorismo de Estado. Sin embargo, áreas importantes de la conflictividad social todavía no cuentan con instituciones adecuadas que le puedan dar cauce para evitar la arbitrariedad, el abuso de poder y la violencia,  tales como la conflictividad agraria, el sometimiento de la mujer y el pueblo maya y las demás comunidades indígenas. 

1.1.1 Han mejorado las operaciones administrativas y la infraestructura de las distintas instituciones judiciales, en particular en la ciudad de Guatemala y las ciudades más importantes del interior y, en mucha menor medida, en el resto del interior del país. En materia penal, se van ajustando los procedimientos a la vez que aparecen nuevos problemas. En las otras áreas de la administración de justicia el funcionamiento de los tribunales no ha variado significativamente.

1.1.2 El funcionamiento y la organización de la Policía Nacional Civil no ha variado de un modo significativo. Existe menor apoyo a las políticas de reorganización y perfeccionamiento profesional. 

1.1.3 Continúa sin existir una adecuada división de trabajo. Esto se ha agravado por las tensiones que generan el aumento de la violencia y la criminalidad común.

1.1.4 La defensa pública no ha podido continuar su crecimiento con relación a las mayores demandas por el aumento de la criminalidad y comienza a tener problemas presupuestarios que afectan a su capacidad de expansión con defensores contratados y la defensoría en sedes policiales. Se han debilitado los intentos de responden a esas demandas con innovaciones y ajustes en la organización.

1.1.5 La creación de los nuevos Centros de Administración de Justicia y los Centros de Justicia y el apoyo a los jueces de paz han mejorado el desarrollo con relación a la línea de base, pero no han logrado revertir el débil desarrollo existente y no se ha generado un sistema de seguimiento que permita corregir errores.

1.1.6 Persiste y se ha acrecentado. Los problemas generados con las Patrullas de Autodefensa Civil y las mayores demandas de las poblaciones por el aumento de la criminalidad han agravado la situación.

1.1.7 El Tribunal Supremo Electoral se ha visto sometido a tensiones mayores que en otras épocas pero ha continuado su proceso de modernización y mantiene su presencia institucional.

1.1.8 El prestigio y presencia alcanzado por la Corte de Constitucionalidad ha mermado notablemente por su falta de independencia, manipulación de argumentaciones y perdida de calidad de las decisiones. Es llamativa la rápida pérdida de credibilidad de una de las instituciones que había alcanzado mayor prestigio. Un conjunto de fallos considerados por amplios sectores sociales como arbitrarios o manipulados, ha acrecentado esta percepción.

1.1.9 Se ha avanzado en algunos temas puntuales (CONTIERRA, etc.) pero en términos generales las instituciones del Poder Ejecutivo han perdido capacidad mediadora. 

1.1.10 Se ha debilitado y fragmentado el sistema de partidos. Existe un mayor debate y preocupación por superar esta fragmentación, aunque este no se traduzca en acciones significativas.

	2 Presencia territorial efectiva del Estado, en especial de las instituciones judiciales y de seguridad. Este indicador no sólo es entendido como presencia física, sino como dotación suficiente de recursos, humanos y materiales para servir de medio a la comunidad local, una distribución adecuada en términos de las características sociales, geográficas y culturales del territorio y la existencia de algún tipo de apoyo para el desarrollo y funcionamiento adecuado de estas instituciones locales.

2. Presencia territorial efectiva del Estado, en especial de las instituciones judiciales y de seguridad. Este indicador no sólo es entendido como presencia física, sino como dotación suficiente de recursos, humanos y materiales para servir de medio a la comunidad local, una distribución adecuada en términos de las características sociales, geográficas y culturales del territorio y la existencia de algún tipo de apoyo para el desarrollo y funcionamiento adecuado de estas instituciones locales.

2. Presencia territorial efectiva del Estado, en especial de las instituciones judiciales y de seguridad. Este indicador no sólo es entendido como presencia física, sino como dotación suficiente de recursos, humanos y materiales para servir de medio a la comunidad local, una distribución adecuada en términos de las características sociales, geográficas y culturales del territorio y la existencia de algún tipo de apoyo para el desarrollo y funcionamiento adecuado de estas instituciones locales.

2. Presencia territorial efectiva del Estado, en especial de las instituciones judiciales y de seguridad. Este indicador no sólo es entendido como presencia física, sino como dotación suficiente de recursos, humanos y materiales para servir de medio a la comunidad local, una distribución adecuada en términos de las características sociales, geográficas y culturales del territorio y la existencia de algún tipo de apoyo para el desarrollo y funcionamiento adecuado de estas instituciones locales.


	2.1. Si bien ha comenzado un despliegue de instituciones en el interior del país, todavía la presencia de las instituciones judiciales y de seguridad es muy  débil, poco provista de recursos y de preparación, sin un adecuado sistema de seguimiento y no siempre responde a criterios suficientemente analizados de las necesidades locales.

2.1.1 Ha mejorado la presencia de las instituciones judiciales en las ciudades del interior.

2.1.2 Ha mejorado la presencia de las instituciones de seguridad en las ciudades del país.

2.1.3 Se ha realizado un amplio despliegue de jueces de Paz alrededor de la ciudad de Guatemala y las principales ciudades del país.

2.1.4 La presencia de los jueces de paz en los municipios y pueblos del interior es muy débil.

2.1.5 No se ha continuado con el desarrollo de los tribunales comunitarios

2.1.6 La defensa pública tiene una presencia débil en los pueblos del interior del país.

2.1.7 El Ministerio Público no tiene presencia o es muy débil en los municipios y pueblos del interior del país.

2.1.8 Los vínculos entre las instituciones judiciales y de seguridad en los municipios y pueblos del interior son débiles y conflictivos.

2.1.9 Los vínculos entre esas instituciones y las autoridades locales son débiles y conflictivos.

2.1.10 No se han desarrollo suficientes centros de mediación y resolución alternativa de conflictos en el interior del país.

2.1.11 Se carece de un plan de seguridad para cada municipio.

2.1.12 Se carece de un plan de desarrollo judicial para cada municipio.

2.1.13 No existen vínculos entre los programas de descentralización y el despliegue de las instituciones de seguridad y judiciales.

2.1.14 No existe una concepción clara sobre la integración de las autoridades estatales con las autoridades de los pueblos indígenas.

2.1.15 No existen centros de atención a los problemas específicos de la violencia domestica.

2.1.16 No existe atención a los conflictos de tierras.


	2.1. Existe un esfuerzo sostenido por aumentar la presencia de las instituciones en el interior del país y de aumentar la infraestructura y el equipamiento. Pero este desarrollo no es armónico ni entre las instituciones del sistema judicial entre sí, ni ellas con las de seguridad, ni finalmente ambas con otras instituciones vinculadas al proceso de descentralización. Por otra parte,  el despliegue territorial de las instituciones no es sostenido con sistemas de seguimiento que tomen en cuentas las dificultades de instalación e inserción en la vida local. 

2.1.1 Continúa la mejoría en las cabeceras departamentales y el despliegue de los jueces de paz a lo largo de todos los municipios.  En los lugares más alejados no se le da seguimiento a los problemas de los jueces de paz y los conflictos que genera esa relación con las autoridades locales y las expectativas de la gente, salvo cuando se llega a los extremos de violencia como los linchamientos.

2.1.2 La presencia de la Policía Nacional en el interior del país no ha avanzado al ritmo de los años anteriores. No existe una distribución racional sobre la base de capacidades, evaluaciones, conocimiento de idiomas, etc.

2.1.3 En caso de los jueces de paz en las ciudades principales y zonas aledañas se ha mejorado su presencia, funcionamiento e infraestructura. 

2.1.4 En los municipios más alejados el apoyo a los jueces de paz sigue siendo débil, con relación a la conflictividad que deben enfrentar y a los signos de violencia que existe. No se ha encarado el problema de idioma de los jueces.

2.1.5 La experiencia de los tribunales comunitarios tuvo evaluaciones positivas y críticas. La experiencia no se ha expandido pese a que era necesario continuar ensayando. Tampoco se ha continuado con la evaluación del sistema.

2.1.6 Esa presencia sigue siendo débil y ha disminuido la capacidad de la Defensa Pública de prestarles mayor asistencia. Se ha fortalecido, no obstante, con la presencia de las defensorías indígenas y con las posibilidades de coordinación y asistencia de los Centros de Justicia han existido avances.

2.1.7 Se ha  avanzado en algunas regiones del país y se ha podido mejorar la infraestructura de la Fiscalía. Es débil el sistema de seguimiento y de coordinación entre los distintos organismos del MP que mantiene una fuerte tendencia a la centralización, aunque han comenzado algunas iniciativas de coordinación en el ámbito local.

2.1.8 Ha existido un leve fortalecimiento de los vínculos entre las instituciones de seguridad y las judiciales como consecuencia de la mayor presencia del Ministerio Público. No existe una verdadera coordinación entre las instituciones de seguridad y las judiciales.

2.1.9 Salvo algunos municipios donde existe un mayor nivel de coordinación, en términos generales se mantiene la debilidad y el aumento de la conflictividad social tensa aún más las relaciones. 

2.1.10 Si bien ha aumentado la conciencia sobre la necesidad de estos mecanismos, dado que ellos en el interior del país necesitan una coordinación estrecha con las autoridades locales, no se ha avanzado en su desarrollo.

2.1.11 Continúa esta carencia y sus efectos se han agravado por el aumento de la conflictividad. Las autoridades municipales ni las nuevas instancias de desarrollo local lo vislumbran aún como una tarea prioritaria.

2.1.12 Los planes de modernización judicial y reingeniería del Ministerio Público han acentuado el centralismo y quitado espacio a la idea de una administración judicial pensada desde lo local, ya que existe la idea de concebir la justicia local como un problema de competencia del Juez de Paz.

2.1.13 Continúa este estado y las nuevas instituciones de descentralización no asumen este tema como prioritario.

2.1.14 Salvo casos aislados en algunos municipios, continúa esta situación y los planes de despliegue territorial no han tomado en cuenta el problema del idioma, base primordial de esa integración.
2.1.15 Existe un desarrollo desigual de diferentes instancias de atención a la violencia domestica.

2.1.16 No es suficiente la atención que se le presta a través de CONTIERRA.



	3. Uso efectivo de razones legales en la solución de conflictos.  En este indicador se trata de medir el uso de razones fundadas en el ordenamiento jurídico, en especial el Constitucional y los convenios internacionales, para fundar realmente y de un modo público decisiones relevantes de resolución de conflictos.
3. Uso efectivo de razones legales en la solución de conflictos.  En este indicador se trata de medir el uso de razones fundadas en el ordenamiento jurídico, en especial el Constitucional y los convenios internacionales, para fundar realmente y de un modo público decisiones relevantes de resolución de conflictos.


	3.1. Línea de base (2000).  Es bastante más frecuente el uso de razones jurídicas en la fundamentación de las decisiones, pero todavía las decisiones reales y más importantes se fundan en el respeto a intereses y privilegios tradicionales. Ello se manifiesta especialmente en:

3.1.1. Los Tribunales superiores utilizan mejores fundamentos en  sus decisiones.

3.1.2. Los magistrados y jueces hacen  una mayor aplicación directa de la Constitución Nacional y los Pactos internacionales en sus decisiones aunque el fundamento de sus decisiones sigue siendo pobre.

3.1.3. Se ha debilitado la fuerza de las recomendaciones del Procurador de Derechos Humanos y su presencia institucional.

3.1.4. No obstante la resolución de los principales conflictos del país se realizan sobre la base del reconocimiento de interés y hegemónicos.

3.1.5. Es escasa la utilización de razones legales para favorecer los intereses de los sectores excluidos, pobres o marginados.

3.1.6. No se utiliza la normativa del pueblo maya en la resolución de conflictos importantes.

3.1.7. Tampoco se utiliza el derecho consuetudinario de otros pueblos indígenas para resolver conflictos importantes.


	3.1. La situación no ha variado sustancialmente desde la línea de base aunque se observa algún deterioro, especialmente en las decisiones de tipo constitucional.

3.1.1. Ha disminuido el valor de las fundamentaciones, en especial en la Corte de Constitucionalidad.

3.1.2. Continúa la misma situación, aunque hay algunos nuevos casos aislados de aplicación de esos pactos.

3.1.3 Ha comenzado un proceso de reorganización y de mayor presencia institucional de la Procuraduría

3.1.4 Sin cambios

3.1.5 Sin cambios.

3.1.6 Se ha agravado esta situación, frente a peticiones concretas de esa utilización.

3.1.7 Sin cambios.



	4. Acceso a la información sobre la actuación de los funcionarios. Este indicador  se utiliza especialmente para la información que producen los jueces y funcionarios del sistema de seguridad.

4. Acceso a la información sobre la actuación de los funcionarios. Este indicador  se utiliza especialmente para la información que producen los jueces y funcionarios del sistema de seguridad.

	4.1 Línea de base. (2000) Guatemala ha avanzando en la información disponible sobre la actuación del sistema judicial y de seguridad y  el reflejo de esa información en los medios de comunicación. También existe un mayor uso de esa información por sectores profesionales, organismos de la sociedad civil y académicos. No obstante, dicha información es todavía inaccesible para la gran mayoría del país y en particular para los sectores que viven en zonas rurales, aún cuando se trate de las autoridades locales. Esto se manifiesta en: 

4.1.1 Mayor información disponible a través de los medios de comunicación.

4.1.2 Mayor información disponible a través de publicaciones de las propias instituciones.

4.1.3 Mayor información disponible en Internet.

4.1.4 Mayor información disponible en publicaciones de organismos no oficiales.

4.1.5 Mayor capacidad de análisis de esa información, tanto al interior de los organismos estatales como privados.

4.1.6 No obstante, la información disponible a nivel del funcionamiento local es todavía muy escasa.

4.1.7 No existen políticas institucionales sostenidas que permitan poner esa información a disposición de todo el público.

4.1.8 La información disponible en los idiomas de los pueblos indígenas es todavía escasa.


	4.1 Si bien desde las instituciones la situación se mantiene más o menos estable, existe mayor número de investigaciones que muestra el uso de la información. Sin cambios respecto de la inaccesibilidad para la gran mayoría del país. 


4.1.1 Se mantiene estable.

4.1.2 Se ha frenado el proceso.

4.1.3 Se ha frenado el proceso.

4.1.4 Existe una mayor actividad de publicación y crítica.

4.1.5 Se mantiene estable en las instituciones oficiales. Ha aumentado en los organismos no oficiales.

4.1.6 Sin cambios.

4.1.7 Sin cambios. Existen algunos casos en los que expresamente se ha negado información que debía ser pública.

4.1.8 En términos relativos, ha disminuido.



	5. Control interno y  horizontal y responsabilidad de los funcionarios.  Este indicador se refiere a la existencia de procedimientos y organismos de control de los funcionarios, tanto al interior de sus propias organizaciones, como entre otras instituciones del Estado y la sociedad.

5. Control interno y  horizontal y responsabilidad de los funcionarios.  Este indicador se refiere a la existencia de procedimientos y organismos de control de los funcionarios, tanto al interior de sus propias organizaciones, como entre otras instituciones del Estado y la sociedad.

5. Control interno y  horizontal y responsabilidad de los funcionarios.  Este indicador se refiere a la existencia de procedimientos y organismos de control de los funcionarios, tanto al interior de sus propias organizaciones, como entre otras instituciones del Estado y la sociedad.
	5.1 Comienzan a diseñarse y aprobarse mecanismos de control interno y disciplinario en las instituciones judiciales y de seguridad. El control de los organismos de la sociedad civil se ha incrementado, aunque todavía MINIGUA cumple las funciones principales de control. Se han debilitado las funciones de control del Procurador de los Derechos Humanos, aunque continúa siendo una institución central en el esquema de control de los poderes. Esta situación se manifiesta especialmente:

5.1.1 El Organismo Judicial no tiene aún implementado un sistema eficiente de control de gestión y de control disciplinario.

5.1.2 La Policía Nacional no ha comenzado aún a perfeccionar sus sistemas de control interno.

5.1.3 La Asamblea Legislativa no ejerce funciones de control sobre el sistema de seguridad e inteligencia.

5.1.4 Las organizaciones de la sociedad civil se han fortalecido en su capacidad de control.

5.1.5 Los medios de comunicación mantienen su atención y crítica al funcionamiento de los sistemas de seguridad y judicial.

5.1.6 Ha aumentado el número de publicaciones y estudios que analizan el funcionamiento de estas instituciones.

5.1.7 En el interior del país, salvo la actividad verificadora de MINUGUA y de la Procuraduría de Derechos Humanos, la presencia de otros mecanismos de control estatales es muy débil.

5.1.8 También es débil la actividad de control de las organizaciones de la sociedad civil en el interior del país.

5.1.9 Los mecanismos permanentes de control de la actividad del Estado (contralores, auditorias) no tienen una actividad específica dirigida a las instituciones de seguridad y al gasto de los prestamos en las áreas de seguridad y justicia.


	5.1. Se han puesto en ejecución nuevos mecanismos de control interno, en especial en el organismo judicial y se ha comenzado a desarrollar nuevos mecanismos en la Policía Nacional. No obstante todavía no se ven los frutos relevantes de esas actividades. Comienza a decrecer la actividad de MINUGUA producto de su progresiva retirada del país. El Procurador de los Derechos Humanos ha recuperado protagonismo.

5.1.1 Se ha puesto en marcha la carrera judicial y sus mecanismos de evaluación y disciplinario, aunque todavía existen problemas importantes en el sistema de evaluación.

5.1.2 Se han diseñado nuevas normas disciplinarias en la Policía Nacional Civil.

5.1.3 Sin cambios.

5.1.4 Existe una mayor participación, capacidad de investigación y análisis por parte de algunas organizaciones de la sociedad civil que continúan su especialización en temas de justicia y seguridad.

5.1.5 Continúa la atención preferente. Los temas de seguridad desplazan a los temas propios de la administración de justicia y se mezclan sin mayor rigor.

5.1.6 Continúa el aumento.

5.1.7 Sin cambio.

5.1.8 Existe un incremento de la actividad de control de las organizaciones.

5.1.9 Sin cambio.

	6. Repliegue del ejército a sus funciones específicas.  Este indicador permite observar la relación del proceso de desmilitarización  con las áreas específicas de seguridad y justicia y el sometimiento del Ejército a esas instituciones civiles.

6. Repliegue del ejército a sus funciones específicas.  Este indicador permite observar la relación del proceso de desmilitarización  con las áreas específicas de seguridad y justicia y el sometimiento del Ejército a esas instituciones civiles.


	6.1 Si bien se ha avanzado en el proceso de desmilitarización general de la sociedad en aspectos significativos y se ha consolidado el sometimiento de los militares a los tribunales civiles y decaído notablemente la influencia de la institución militar en el Organismo Judicial, todavía dicha influencia es grande en el sistema de seguridad  y, a través del mantenimiento de muchas de las funciones del Estado mayor presidencial, en el desempeño de otros organismos del Estado. En especial:

6.1.1 La declaración de inconstitucionalidad del fuero militar ha consolidado el sometimiento de los militares a los tribunales civiles por delitos comunes.

6.1.2 No obstante no se ha aumentado la eficacia de la persecución penal.

6.1.3 No se verifican casos de presiones militares a los tribunales.

6.1.4 El proceso de desmilitarización de la Policía Nacional es incompleto y frágil.

6.1.5 No se ha logrado desactivar el Estado Mayor Presidencial ni crear un moderno sistema de inteligencia bajo criterios democráticos.

6.1.6 El Ejército todavía funciona como un grupo de presión que juega un papel en la vida política del país.

6.1.7 No se ha logrado consolidar una clara división entre políticas de Defensa y Políticas de Seguridad interior.


	6.1. Se puede decir que continúa la tendencia señalada. Pese al paso del tiempo la disolución del Estado Mayor Presidencial se demora. Existe  una mayor presión para incorporar al Ejército al esquema de seguridad interior y asignarle funciones propias de la Policía Nacional o del sistema civil de inteligencia. 

6.1.1 Sin cambio. Salvo que existen proyectos que intentan revertir estos avances.

6.1.2 Existen algunos casos en los que se puede avanzar, pero en términos generales no se han producido mayores cambios.

6.1.3 Sin cambios. 

6.1.4 Sin cambios, las propuestas y el lenguaje del “combate a la delincuencia” y la retórica de guerra aplicada a la criminalidad común agravan el problema.

6.1.5 Se ha logrado generar un amplio debate sobre la construcción de  un sistema de inteligencia civil y elaborado propuestas legislativas. Sin embargo el avance es lento y frágil todavía.  No se ha disuelto todavía el Estado Mayor Presidencial.
6.1.6. Sin cambios sustanciales.

6.1.7 Se ha generado un amplio debate y algunos consensos sobre la necesidad de esta división. El avance es lento y frágil el consenso. En los hechos existe una tendencia a desdibujar los límites.


	7. Efectiva Actuación independiente de los poderes del Estado.  Este indicador busca medir el avance en esquema republicano de gobierno, tanto a nivel central como local, en particular para señalar el abandono del predominio absoluto del Poder Ejecutivo.

7. Efectiva Actuación independiente de los poderes del Estado.  Este indicador busca medir el avance en esquema republicano de gobierno, tanto a nivel central como local, en particular para señalar el abandono del predominio absoluto del Poder Ejecutivo.

	7.1 Desde el inicio del proceso de democratización se va poco a poco generando un mayor balance y control entre los poderes. Sin embargo, todavía la influencia del Poder Ejecutivo en la producción normativa tiende a ser hegemónica, aunque es mucho menor en el Organismo Judicial y la Corte de Constitucionalidad.  En el plano local, la influencia del Poder Ejecutivo central sobre las instituciones locales es muy grande como también lo es la influencia de la Corte Suprema sobre tribunales locales.  Esto se manifiesta:

7.1.1 Agenda del trabajo de la Asamblea Legislativa es determinada casi con exclusividad por el Poder Ejecutivo.

7.1.2 El Poder Ejecutivo mantiene influencia en el flujo de fondos al Organismo Judicial y a la Asamblea Legislativa.

7.1.3 La estructura centralizada de administración del Estado es mantenida pese a las propuestas de descentralización.

7.1.4 Pese a las normas constitucionales el Poder Ejecutivo mantiene una fuerte influencia en el nombramiento de los magistrados de la Corte Suprema y la Corte de Constitucionalidad.


	7.1  La existencia de un fuerte liderazgo en la Presidencia del Organismo Legislativo puede dar la impresión de una mayor independencia del Poder legislativo, pero en términos sustanciales la situación es la misma. Ha disminuido notablemente la independencia de la Corte de Constitucionalidad. Ha comenzado un proceso de descentralización pronunciado, pero está en su primera etapa.

7.1.1 Es fijada de un modo preponderante por la Presidencia de la Junta Directiva del Legislativo.

7.1.2 Los Organismos Legislativo y Judicial se manejan con mayor independencia.

7.1.3 Se aprobaron nuevas leyes que buscan revertir esta situación, su puesta en marcha es dificultosa.

7.1.4 Sin cambios, salvo en lo que se refiere a lo dicho respecto del traslado de estos ejes a la presidencia del órgano legislativo.



	8 Respeto y Reconocimiento a la institucionalidad de los pueblos indígenas. El contenido de este indicador surge con claridad del conjunto de dimensiones y alcances que se establecieron en el Acuerdo de Paz específico.

8. Respeto y Reconocimiento a la institucionalidad de los pueblos indígenas. El contenido de este indicador surge con claridad del conjunto de dimensiones y alcances que se establecieron en el Acuerdo de Paz específico.
	8.1.  Pese a la importancia asignada a este tema en el proceso de paz y en la mayoría de las propuestas y proclamas de muchos sectores sociales, el rechazo por consulta popular de las reformas constitucionales y el modo como ellas se llevaron a cabo, muestra que todavía no se ha dado un avance significativo –por lo menos con relación a la importancia que se le asigna- en el reconocimiento y el respeto a la institucionalidad de los pueblos indígenas.  No obstante ello, se observan algunos nuevos espacios ganados por líderes de esos pueblos y mayores esfuerzos por resolver el problema del bilingüismo en distintas áreas de las políticas públicas, entre ellas la judicial. En particular:

8.1.1. No se ha avanzado sustancialmente en el reconocimiento general del derecho consuetudinario y en las autoridades naturales de los pueblos indígenas

8.1.2. No se ha integrado aún de un modo efectivo el problema de la multiculturalidad con el desarrollo local, en especial la justicia y la seguridad local.

8.1.3. No se utilizan criterios que nacen del derecho de los pueblos indígenas para resolver problemas cruciales como tierras, discriminación, participación y educación. 

8.1.4. El tratamiento de los miembros de los pueblos indígenas en los sistemas de seguridad y judicial tiene todavía componentes altos de discriminación.

8.1.5. No se han desarrollado suficientemente organismos de apoyo (defensorías) para los miembros de las comunidades indígenas.

8.1.6. Los planes de enseñanza sobre el derecho de los pueblos indígenas son débiles y fragmentarios.

8.1.7. Los jueces de paz compiten con las autoridades de los pueblos indígenas y desconocen la necesidad de utilizar esas normas en la solución de los conflictos.


	8.1 Continúa la situación, se ha agravado la falta de atención al problema del bilingüismo, pese a iniciativas aisladas.

8.1.1 Sin cambios

8.1.2 Sin cambios

8.1.3 Sin cambios

8.1.4 Sin cambios

8.1.5 Ha comenzado a desarrollarse las defensorías indígenas que brindan ese apoyo. Todavía no se ha consolidado su lugar institucional.

8.1.6 Sin cambios, muy pocos avances en el bilingüismo. Se ha comenzado a relevar los abogados maya hablantes y de otros pueblos indígenas.

8.1.7 Salvo casos en algunos municipios, sin cambios.



	9. Impunidad de los hechos graves de violencia y de las violaciones a los derechos humanos fundamentales.  Este indicador es clave en la medición de la mejoría del Estado de Derecho. Ha sido el punto central de verificación por MINUGUA desde su instalación.

9. Impunidad de los hechos graves de violencia y de las violaciones a los derechos humanos fundamentales.  Este indicador es clave en la medición de la mejoría del Estado de Derecho. Ha sido el punto central de verificación por MINUGUA desde su instalación.


	9.1 Es un hecho significativo y avance importante que ya las graves violaciones a los derechos a la vida, la libertad y la integridad física y su impunidad no constituye una política sistemática del Estado ni es prohijada de un modo permanente y programada por las instituciones estatales.  No obstante la existencia de esos hechos, sumadas a otras violaciones ahora realizadas por el sistema judicial o de seguridad y la ineficacia de las instituciones civiles para descubrir y castigar a los autores sigue siendo una grave debilidad del Estado de Derecho en Guatemala.  Si a ello se suma el aumento de los hechos graves de violencia y la existencia de altos niveles de impunidad  se manifiesta aún más la debilidad del imperio de la ley. Esto se concreta  en:

9.1.1 La persistencia de graves violaciones a los derechos humanos y su falta de esclarecimiento.

9.1.2 La falta de formulación de una política de prevención de estos casos.

9.1.3 La falta de formulación de una política de persecución penal para estos casos de modo de reducir la impunidad.

9.1.4 No se han incrementado los recursos disponibles para enfrentar este problema.

9.1.5 No se ha tecnificado suficientemente la investigación penal en estos casos.

9.1.6 Las organizaciones de la sociedad civil no tienen capacidad suficiente para llevar por sí mismas estos casos a juicio.

9.1.7 No se realizan presiones suficientes de la comunidad internacional para movilizar a las instituciones encargadas de enfrentar este problema.

9.1.8 No existe un programa integral de prevención de la violencia en las zonas urbanas.

9.1.9 Tampoco existe una respuesta coordinada para evitar los casos de impunidad de hechos graves y violencia en las zonas rurales.

9.1.10 Al contrario se utiliza por parte de funcionarios del Estado expresiones que promueven la violencia, tales como “limpieza social”, “combate al delito”, etc.


	9.1 Sin cambios.

9.1.1 Sin cambios.

9.1.2 Sin cambios, salvo en lo referente a los casos de linchamiento.

9.1.3 Sin cambios.

9.1.4 Sin cambios.

9.1.5 La mayor incorporación de tecnología  disponible para la investigación, no ha producido cambios significativos.

9.1.6 Salvo algunos casos emblemáticos, no ha cambiado la situación.

9.1.7 Sin cambios.

9.1.8 Sin cambios.

9.1.9 Sin cambios, salvo en los casos de linchamientos.

9.1.10 Ha aumentado ese uso.



	10. Corrupción en las instituciones del Estado.  La corrupción de los funcionarios públicos es un indicador genérico, pero determinante para evaluar el valor real de la legalidad y no su vigencia formal.


	10.1 La corrupción sigue siendo un problema sin resolver. De la mano de nuevas funciones y desafíos para las instituciones de seguridad y justicia nacen nuevas y más graves formas de corrupción que todavía no han sido encaradas de un modo profundo y estructural. Esto se manifiesta:

10.1.1 Aumento de casos de corrupción vinculados con la Policía Nacional Civil.

10.1.2 Aumento de casos de corrupción vinculados con casos judiciales.

10.1.3 Falta de un plan nacional de prevención de la corrupción que concierte acciones entre las distintas instituciones.

10.1.4 Impunidad de los casos más graves de corrupción.

10.1.5  Falta de respuesta ante denuncias realizadas por los medios masivos de comunicación. 

10.1.6 Falta de registros sobre la evolución financiera del patrimonio de los funcionarios públicos.


	10.1 La situación no se ha modificado sustancialmente. 

10.1.1 Continúa el incremento.

10.1.2 Continúa el incremento.

10.1.3 Ha sido diseñado pero todavía no fue puesto en marcha con la suficiente energía.

10.1.4 Comienzan a existir algunas respuestas más enérgicas.

10.1.5 Se ha dado alguna respuesta más rápida ante algunos casos.

10.1.6 Sin cambios.



	11. Efectivo cumplimiento de las sentencias judiciales. Este indicador nos permite analizar la fortaleza de las decisiones judiciales y el respeto existente hacia ellas, en particular por los funcionarios públicos.

11. Efectivo cumplimiento de las sentencias judiciales. Este indicador nos permite analizar la fortaleza de las decisiones judiciales y el respeto existente hacia ellas, en particular por los funcionarios públicos.
	11.1 Ha aumentado el respeto y el cumplimento de las decisiones judiciales. No obstante, existe todavía grados importantes de desconocimiento del valor y fuerza de esas decisiones, en especial por parte del Estado y los funcionarios públicos. Esto se manifiesta en:

11.1.1 Suficiente aceptación de las decisiones de la Corte de Constitucionalidad.

11.1.2 Existe en general, acatamiento de las  decisiones de la Corte Suprema de Justicia.

11.1.3 Se acatan las decisiones del Tribunal Supremo Electoral.

11.1.4 . En general las decisiones judiciales son acatadas, salvo las dictadas contra el Estado.

11.1.5 No se han desarrollado mecanismos para facilitar la ejecución de las sentencias judiciales.


	11.1 En términos generales continúa la tendencia a la aceptación de las decisiones.

11.1.1 La perdida de credibilidad de la Corte de Constitucionalidad ha hecho que sus decisiones, si bien son acatadas, aumenten la conflictividad y la debilidad de la legitimidad del sistema jurídico.

11.1.2 Sin cambios

11.1.3 Continúa el acatamiento, aún ante situaciones de mayor presión social.

11.1.4 Sin cambios.

11.1.5 Sin cambios, aunque han comenzado a diseñarse mecanismos para encarar el problema.



	12. Representatividad y funcionamiento del Parlamento.  Este indicador nos permite analizar el nivel de democratización en la creación del sistema legal del país.


	 12.1 La debilidad del sistema de partidos es aún muy grande. La incorporación  de nuevos actores políticos después de los acuerdos de Paz no ha revertido esta situación. El parlamento refleja esta debilidad y se manifiesta en la poca estabilidad de los acuerdos parlamentarios y en la dependencia de la agenda legislativa que impone el Poder Ejecutivo o el Presidente de la Junta Directiva.


	12.1 Sin cambios, aunque la existencia de fuertes liderazgos en el Órgano Legislativo, le ha dado estabilidad a las bancadas mayoritarias.



	13. Calidad de la producción normativa. . Este indicador lo utilizamos no sólo en el sentido técnico legislativo (la utilización del lenguaje y la lógica normativa para concretar con claridad decisiones políticas) sino también  en cuanto a su calidad política (debates y consensos en la formación de la ley.


	13.1 Existen notorias deficiencias en la producción normativa en sus distintas fases. Esto dificulta la interpretación de las leyes por los tribunales, generando nuevas formas de conflictos, permite distorsionar el sentido de las decisiones políticas o utilizar defectos en la técnica normativa para encubrir decisiones fundadas en la fuerza o privilegios de sector.


	13.1 El Organismo legislativo ha aprobado leyes de gran trascendencia para el futuro del Estado de Derecho. Las debilidades vinculadas a la técnica legislativa persisten, las consultas con los sectores sociales se han visto entorpecidas por cuestiones políticas generales. 



	14. Extensión y calidad del debate público sobre los temas vinculados al Estado de Derecho.  Este indicador  busca medir  el grado de conciencia sobre estos problemas en tanto se expresa públicamente y la capacidad de construir por parte de los distintos sectores públicos, debates, consensos y argumentaciones alrededor de las dimensiones del Estado de Derecho.

14. Extensión y calidad del debate público sobre los temas vinculados al Estado de Derecho.  Este indicador  busca medir  el grado de conciencia sobre estos problemas en tanto se expresa públicamente y la capacidad de construir por parte de los distintos sectores públicos, debates, consensos y argumentaciones alrededor de las dimensiones del Estado de Derecho.


	14.1 Los distintos sectores de la sociedad han mejorado la extensión y calidad del debate sobre el Estado de Derecho, tanto en la calidad de sus argumentaciones como en la extensión de los temas. No obstante ello, todavía existen carencias importantes en temas centrales y es débil la participación de las organizaciones o sectores indígenas.  Ello se manifiesta en:

14.1.1 El debate público sobre la administración de justicia se ha diversificado, existe mayor producción bibliográfica y se han ampliado los temas.

14.1.2 El debate público sobre el sistema de seguridad se ha ampliado, ha incorporado nuevos temas, aunque todavía las argumentaciones y propuestas son débiles y emocionales.

14.1.3 Ha comenzado a debatirse el modo como solucionar los conflictos relacionados con la situación de la mujer.

14.1.4 El debate sobre el reconocimiento del derecho indígena se mantiene pero no avanza en nuevos temas, argumentaciones o consensos.

14.1.5 El debate público sobre la conflictividad vinculada a la tierra es muy endeble y casi inexistente con relación a la gravedad del problema.

14.1.6 Se ha intensificado y diversificado el debate sobre la corrupción de los funcionarios del Estado.


	14.1 Continúa la tendencia a la participación de mayores sectores en estos debates y al aumento de su calidad. Los sectores indígenas mantienen todavía una participación menor. 

14.1.1 Continúa esta tendencia.

14.1.2 Se han incrementado los componentes emocionales y retóricos.

14.1.3 Existe un mayor debate, no solo con participación de organizaciones sino de sectores estatales mejor preparados.

14.1.4 Sin cambios.

14.1.5 Sin cambios

14.1.6 Sin cambios.




III. FACTORES QUE INFLUYEN EN  EL CAMBIO DEL EFECTO
1. Factores vinculados con el marco institucional y jurídico

A. Fortalezas.

Para analizar la influencia de cada uno de los factores que influyen en el cambio del efecto tendremos en cuenta, por una parte, su fortaleza institucional, es decir, la capacidad de cada organización de cumplir con eficiencia sus funciones, de sostener esas operaciones en el tiempo y de desarrollar un continuo proceso de control de gestión y adaptación al medio ambiente para lograr sus resultados. Por otra parte,  tendremos en cuenta su accesibilidad, es decir, su capacidad de prestar servicios concretos a toda la población y, en especial, a los sectores con menores recursos (de distinto tipo) que por ello tienen menores posibilidades de utilizar esos servicios sin una acción de acercamiento por parte de esas instituciones. Estas dos dimensiones no pueden ser vistas aisladamente sino que se influyen mutuamente de un modo permanente, sin perjuicio que según el desarrollo planeado de una organización se le preste mayor atención a una u a otra en un período de tiempo.

En el período 2000-2003 se han realizado en Guatemala fuertes procesos de fortalecimiento institucional. En particular, el plan de modernización del Organismo Judicial, que se plantea trabajar en ambas dimensiones, a la vez que encarar un plan de disminución de la corrupción. El Ministerio Público, por otra parte, lleva adelante su Plan de reingeniería institucional con similares orientaciones a la vez que busca fortalecer la capacidad de dirección y control por parte de las autoridades superiores de la fiscalía. El Instituto de Defensa Público continúo más débilmente en este período con su programa de fortalecimiento institucional y la Policía Nacional Civil realizó ajustes, dentro de la reorganización que ya había realizado anteriormente, pero que no se concretaron  en una nueva etapa de los planes anteriores o en un nuevo Plan.

Puede afirmarse que los tres planes realizados por las instituciones judiciales han generado un mayor fortalecimiento institucional que se refleja antes que nada en el área penal y en los jueces de paz (aunque también se ha puesto énfasis en las funciones penales de los jueces de paz), en el área del funcionamiento administrativo de esas instituciones y en mucha menor medida en las otras áreas de la administración de justicia (civil, comercial, laboral, familia). En el ámbito de la justicia de menores se realizaron tareas en los últimos meses para poner en marcha las instituciones previstas en la ley de protección integral de la niñez y adolescencia (que entro a regir el 19 de julio del 203), aunque el proceso de preparación para la entrada en vigencia de esa ley no fue lo suficientemente planificado y ello ha provocado debilidades institucionales en esta área. Mención especial merece la creación de las defensorías indígenas dentro del Instituto de la Defensa Público, que pese a la debilidad de su inserción institucional han provocado un fortalecimiento de las funciones de la defensoría y su presencia territorial.
Este fortalecimiento institucional se ha concentrado en gran medida en la Ciudad de Guatemala, ha extendido sus efectos hasta algunas ciudades del interior (Quetzaltenango, Huehuetenango). El efecto es mucho menor en las zonas rurales y en el Oriente del país.

El sistema de seguridad, por el contrario, ha detenido su proceso de fortalecimiento institucional y, considerando la mayor cuota de conflictividad y violencia que vive el país, esa desaceleración se ha sentido aún más. La falta de un desarrollo armónico entre las instituciones de seguridad y las judiciales, afecta el proceso de fortalecimiento institucional visto como un todo.

Mención especial merece el desarrollo de los jueces de Paz. Por una parte, es notoria la inversión de recursos y presupuestos para extender la presencia de jueces de paz en todo el territorio. Sin embargo esa expansión no se ha hecho sobre un modelo claro de las funciones de los jueces de paz y su inserción en la vida local. La existencia de distintos modelos (jueces de paz, tribunales comunitarios, jueces de paz móviles) y cierta indefinición de sus tareas y competencias, han conspirado para darle mayor eficacia a este esfuerzo.

Por otra parte, existen otras instituciones que inciden de un modo directo en el cambio del efecto. En el período 2000-2003 se ha avanzado en la creación de instituciones que asuman los problemas vinculados a los conflictos relacionados con el sometimiento y la violencia contra la mujer. Se han consolidado las funciones de la Secretaría de la Mujer y el Foro Nacional de las mujeres, así como  las defensorías indígenas de la mujer.

Un segundo proceso que debe mencionarse es el vinculado con la creación de nuevas instituciones municipales y de desarrollo local. Entre el año pasado y este año se aprobaron leyes de gran importancia, tales como el Código Municipal, la Ley de Consejo de Desarrollo y la Ley de descentralización. Este conjunto de leyes configuran un nuevo marco institucional para el poder local que ha comenzado a ponerse en marcha con grandes dificultades.

El mayor despliegue de los jueces de paz y la atención que se le ha prestado a su funcionamiento, el fortalecimiento de las instituciones vinculadas al problema del sometimiento de la mujer y el mejoramiento de la infraestructura y equipamiento de las instituciones judiciales en algunas ciudades del interior del país ha mejorado un poco la accesibilidad al sistema institucional, en especial en los sectores urbanos, aunque como veremos este punto constituye todavía una gran debilidad.

Constituye otra fortaleza de este factor el tipo y cantidad de leyes de importancia sancionadas en el período, así como los Convenios internacionales aprobados (vinculados con los derechos del niño, discriminación, leyes laborales, ley Orgánica de la Contraloría de Cuentas, Servicio Cívico, etc.).

B. Debilidades

En el fortalecimiento institucional las mayores debilidades se observan:

1. En el estancamiento del fortalecimiento institucional de la Policía Nacional y el Sistema de Seguridad.

2. En la demora para reconvertir las funciones del Estado Mayor Presidencial y el sistema civil de inteligencia.

3. En la debilidad de las instituciones encargadas de gestionar la conflictividad vinculada a los problemas de acceso, tenencia y uso de la tierra.

4. En el escaso impacto de los programas de modernización y reingeniería en las áreas no penales de la administración de justicia.

5. En el desequilibrio entre el desarrollo de administración de la justicia urbana y la rural.

6. En la indefinición que todavía existe sobre el modelo de juez de paz que necesita el país y su inserción a nivel local

7. En las dificultades de sostener y profundizar el fortalecimiento de la defensa pública.

8. La  lenta aplicación efectiva del nuevo marco institucional del poder local

9. En la ausencia de una sostenida visión multicultural, y es especial bilingüe, dentro de las actividades propias de la reorganización de las instituciones o del concepto de fortalecimiento institucional.

Ahora bien, la mayor debilidad de los factores institucionales y normativos provienen de que el marco institucional y jurídico desarrollado durante el período 2000-2003 no ha tenido mayor influencia en dotar de accesibilidad a las organizaciones judiciales y de seguridad, lo que sumado a otros factores (pobreza, educación, desconfianza, etc.) no ha mejorado el grave estado del acceso a la justicia y al sistema de seguridad por parte de la gran mayoría de la población, en particular los sectores más pobres, el pueblo maya y los otros pueblos indígenas. 

En primer lugar el problema más grave y evidente es el del idioma. Millones de personas tienen como lenguaje materno un idioma maya y no pueden expresarse en ese idioma para comunicarse con las instituciones vinculadas a la administración de justicia y seguridad. Esto es particularmente grave porque todo sistema de gestión de la conflictividad tiene como un elemento clave generar un circuito de comunicación.

Existen en el país muy pocos abogados maya hablantes (según la base de datos preparada con apoyo del PNUD, existen sólo 40 abogados y un número reducido de estudiantes en proceso de graduación. Las Escuelas de Leyes carecen de programas para encarar este problema y las instituciones judiciales, el Ministerio Público y la Policía Nacional no han mostrado ninguna política consistente para incorporar a quienes tienen esa aptitud o para estimular su ingreso. Esto genera un efecto muy simple, que no requiere mayor explicación: la mayoría de los guatemaltecos tienen que relacionarse con funcionarios (jueces, fiscales, policías, y defensores) que no los entienden. Muy poco-casi nada dada la extensión y gravedad del problema- se ha hecho para superar este problema de un modo práctico, sin retórica y con efectividad.

En segundo lugar, no se ha desarrollado una política consciente del problema, coherente en los planes de acción y respetuosa en su concepción para reconocer el sistema normativo y judicial del pueblo maya y de los demás pueblos indígenas. En términos generales el marco institucional y legal se desarrolla como si no existiera el pueblo maya y las minorías indígenas y ello agrava el problema del reconocimiento de las autoridades de esos pueblos y pone obstáculos a una política práctica de coordinación respetuosa y productiva. Este problema  se manifiesta de un modo particular en el desarrollo de la justicia de paz en todo el país. Solo el % de esos jueces puede entender a la enorme mayoría de gente que debe atender. Si bien esto no es un problema que se puede resolver con traductores, tampoco se ha desarrollado un programa extensivo para que las instituciones puedan contar con esa capacidad de entender a sus usuarios mayoritarios. Tampoco se advierte una estrategia clara que influya en el diseño e inserción de los jueces de paz en la vida local, en especial en las zonas rurales. 

El tercer problema lo constituye el muy desigual desarrollo entre las dimensiones no penales de la administración de justicia y la justicia penal generado por el poco efecto que los procesos de fortalecimiento institucional tienen sobre estas áreas. Los sectores de la administración de justicia vinculados a los conflictos agrarios, civiles, laborales, comerciales, familiares no han sido modernizados ni fortalecidos. A esto se suma que en el nivel primario de la conflictividad  no existe una mayor diferencia. Es más es muy difícil que exista un conflicto que sea penal, ellos siempre tienen otro conflicto-base de naturaleza agraria, civil, de vecindad, familiar, etc.  Al no tener disponibles mecanismos de gestión de conflictos (judiciales y no judiciales) en estas áreas, sólo queda disponible el rostro penal de la administración de justicia, lo que constituye un elemento negativo, ya que fuerza a la población a recurrir al sector más violento de la administración de justicia por falta de existencia o eficacia de los otros. Esto produce la criminalización de conflictos que no deberían ingresar a la justicia penal e introduce violencia en comunidades que trabajosamente están construyendo las instituciones que les permitan vivir en paz.

En cuarto lugar, la Policía Nacional no sólo no ha asumido una política para adquirir capacidad de comunicación con esos sectores, sino que sus sistemas de rotación o de distribución de cargos no se toma en cuenta de un modo particular la capacidad de comunicación con la población. Cualquier cambio en las políticas de seguridad fundado en el acercamiento a la ciudadanía se topa con esta carencia elemental.

En síntesis, el marco institucional y legal ha tenido muy poca influencia en generar accesibilidad en las instituciones judiciales y de seguridad y esta influencia es inexistente cuando se trata  de los sectores rurales, en especial el pueblo maya y otros pueblos indígenas.

2. Factores vinculados con la participación de los sectores sociales

A. Fortalezas

A partir de los acuerdos de paz comienza un progresivo fortalecimiento de la participación de distintos sectores  sociales en el debate o en la gestión de distintos temas y políticas públicas. Las áreas vinculadas a la administración de justicia y a la seguridad no han escapado a este fenómeno. Al contrario son sectores donde se puede apreciar un incremento de la calidad de la participación de sectores sociales y su relación con las autoridades.

En el caso de la administración de justicia nuevas organizaciones no gubernamentales han asumido el problema del sistema judicial o han aumentado su capacidad de investigación, divulgación o formulación de propuestas. Organizaciones especializadas a nivel nacional son partícipes permanentes de comisiones de trabajo, seminario s de discusión, debates en los medios de comunicación, reuniones con la cooperación internacionales o actividades en el extranjero. En los últimos años se ha producido el mismo fenómeno respecto de las políticas de seguridad  aunque todavía la capacidad instalada en esas organizaciones y la calidad y extensión del debate no tiene el mismo nivel que en el caso de la administración de justicia.

También ha aumentado la capacidad de estas organizaciones para conformar coaliciones. Las mesas de consenso y coordinación en las áreas de justicia, derechos humanos y seguridad son una muestra de ello.
Asimismo se nota un incremento de la participación de nuevas organizaciones en el interior del país, muchas de ellas vinculadas incluso al pueblo maya o a otros pueblos indígenas, quienes también tienen capacidad para conformar coaliciones o formas de trabajo permanente entre ellas. 

Esta mayor capacidad de estos sectores sociales influye prioritariamente en estos puntos:

1. En la cantidad y calidad del debate público.

2. En el control del funcionamiento de los poderes del Estado.

3. En la preparación de los recursos humanos.

4. En la prestación de servicios directos a la comunidad.

5. En el dialogo, aprendizaje y alianzas con la cooperación internacional.

Por otra parte, otras organizaciones vinculadas más directamente con intereses sectoriales, han mantenido el interés creciente por los temas de administración de justicia , se ha acrecentado el interés por los temas de seguridad y han tenido una mayor incidencia en el debate público y han mostrado una mayor disposición a establecer acuerdos que estabilicen la política judicial y de seguridad.

B. Debilidades.

La participación de los distintos sectores sociales registra debilidades que inciden en la disminución de su capacidad de influencia en el cambio del efecto. En primer lugar, las organizaciones especializadas en los temas de seguridad y administración de justicia, tienen dificultades de extender su trabajo al interior del país y establecer alianzas con otras organizaciones del interior, tanto por razones operativas como financieras. Se debilita así la transferencia de conocimiento y capacidades hacia otras organizaciones más débiles y el debate y la influencia a nivel local.

El número de organizaciones propias del pueblo maya que han asumido la participación en estos temas es todavía muy escaso y su capacidad de discutir sobre temas nacionales, no vinculados directamente con los temas propios del reconocimiento de las autoridades y normativa propias, es limitada.

Las organizaciones vinculadas con intereses sectoriales de los trabajadores o sectores con mayores carencias de la sociedad tienen poca capacidad técnica para intervenir en estos debates o no ha establecido alianzas perdurables con otras organizaciones que les puedan proveer de conocimientos especializados.

 Otra debilidad proviene del hecho de que los acuerdos y consensos sobre los temas específicos vinculados con la administración de justicia y el sistema de seguridad  son altamente dependientes de circunstancias políticas generales y ello dificulta el diálogo con los sectores especializados del Estado. 

3. Factores vinculados con las capacidades de los recursos humanos, institucionales y de los actores políticos

A Fortalezas.

En los últimos tres años se han fortalecido y consolidado varias instituciones, tanto en el aspecto operativo, como de infraestructura y recursos disponibles. Ellas son:


1. La Unidad de Capacitación Judicial (Escuela de Estudios Judiciales)

2.  La Unidad de Capacitación del Ministerio Público

3.  La Unidad de Capacitación de la Defensa pública Penal.

4.  La Academia Nacional de Policía
5.  La Escuela de Estudios Penitenciarios.

Todas ellas han realizado numerosas actividades de capacitación orientadas tanto a sus funcionarios como al personal administrativo y de apoyo.  Han contado con planteles de profesores propios y externos, provenientes del exterior o de las instituciones educativas nacionales.

Por otra parte, distintas organizaciones de la sociedad civil han realizado talleres, cursos, seminarios y congresos dirigidos a los problemas específicos del Estado de Derecho. Incluso las agencias de cooperación internacional han ejecutado numerosas actividades de este tipo directamente. 

Si bien en una proporción menor a la disponible en la ciudad capital, muchas de esas actividades se realizaron o estuvieron disponibles para los funcionarios del interior del país.

Ha aumentado la cantidad y calidad de la información bibliográfica disponible para los distintos actores y se ha continuado con la modernización de bibliotecas de las distintas instituciones tanto públicas como privadas.

En cuanto a las universidades, se registra un aumento de la cantidad y la calidad de los postgrados disponibles vinculados con las áreas de administración de justicia y seguridad, aunque todavía el énfasis está puesto en la justicia penal.

B Debilidades

Existen, no obstante, puntos débiles que han influido en la capacidad de los recursos humanos. Ellos son:

1. La gran cantidad de  actividades de capacitación, en especial cuando no responden a un plan concertado (por la disparidad de actores y la falta de coordinación y acuerdos) ha producido saturación, cansancio y escaso rendimientos 

2. El carácter mayoritariamente divulgativo de las actividades no permite una incorporación directa de lo aprendido transformado en nuevas habilidades que mejoren el servicio.

3. No se desarrollan formas de evaluación sobre la influencia de la capacitación en el servicio efectivo.

Por otra parte,  dada la dispersión de actividades de capacitación, el gran cúmulo de actividades realizadas no ha impactado proporcionalmente en el fortalecimiento de los centros institucionales de capacitación, que paralelamente estaban en un proceso de crecimiento y desarrollo. Ello genera una perdida de memoria de las actividades y debilita el proceso de ensayo, error, y aprendizaje institucional.

La mayor debilidad se encuentra en la enseñanza universitaria. Las escuelas de leyes no han modificado sus contenidos, sus métodos ni sus planteles de profesores de un modo significativo. Esta debilidad es mayor aún si se compara con la gran cantidad de cambios, nuevas leyes, transformaciones institucionales y políticas que vive el país en los últimos años. La enseñanza del derecho en particular está totalmente desactualizada respecto de la nueva realidad social, política e institucional del Guatemala y ello condiciona la actividad de los centros de capacitación, los que difícilmente puedan revertir los defectos de la enseñanza de base.

4. Factores vinculados con los recursos financieros
Presupuesto Aprobado a las Instituciones  del Sistema de Justicia en millones de Quetzales y 

 Porcentajes de Ejecución  2000 – 2003

a) Organismo Judicial

	Año
	Aprobado
	Ejecutado
	% de Ejecución

	2000
	860.58
	554.78
	64.5

	2001
	923.91
	689.28
	74.6

	2002
	822.46
	509.76
	62.0


b) Ministerio Público

	Año
	Aprobado
	Ejecutado
	% de Ejecución

	2000
	317.494
	307.977
	97.0

	2001
	351.457
	368.929
	105.0

	2002
	449.8
	
	


c) Instituto de Defensa Pública Penal

	Año
	Aprobado
	Ejecutado
	% de Ejecución

	2000
	48.96
	45.78
	93.5

	2001
	61.44
	60.85
	99.1

	2002
	51.15
	12.41
	24.3


d) Policía Nacional Civil

	Año
	Aprobado
	Ejecutado
	% de Ejecución

	2000
	780
	780
	100.0

	2001
	946.57
	1,050
	110.9

	2002
	990
	1,150
	116.0


e) Sistema Penitenciario

	Año
	Aprobado
	Ejecutado
	% de Ejecución

	2000
	99.8
	103.5
	103.7

	2001
	102.9
	133.4
	129.7

	2002
	145
	
	


En los últimos años analizados, la variación de asignación de presupuesto no ha sido significativa, así como las dificultades en la ejecución del presupuesto. Ciertamente el proceso inflacionario deteriora los presupuestos, pero dado que se dedican en gran medida a salarios no actualizados, el impacto inflacionario es menor.

Por otra parte, tal como se señala en otra parte de este documento, el flujo de dinero proveniente de organismos financieros internacionales o de la cooperación internacional también se ha mantenido estable en este período y constituye todavía un aporte de gran magnitud, sin precedentes en las últimas décadas de Guatemala.

Dadas estas condiciones, se puede concluir que la influencia de los factores presupuestarios en el cambio del efecto no es de mayor relevancia, en especial porque los recursos disponibles para inversiones en infraestructura y desarrollo organizacional se han mantenido constantes en el trienio. Es decir, el mayor o menor avance en la mejora del Estado de Derecho en Guatemala no ha sido determinado por razones presupuestarias.

IV. LAS CONTRIBUCIONES DEL PNUD AL EFECTO
Las contribuciones del PNUD son analizadas considerando el conjunto de sus intervenciones, ya sea mediante la asistencia de apoyo (promoción de consensos, diálogo de políticas) y los programas y proyectos en distintas áreas -justicia y seguridad ciudadana, así como otras áreas que inciden en el estado de derecho.

Aún trabajando sobre el campo restricto de las áreas de justicia y seguridad ciudadana, el análisis encuentra limitaciones dadas por la dificultad de separar las contribuciones de programas y proyectos que se dieron progresivamente desde 1996. Además, los proyectos se fueron generando en el proceso de transición del PNUD hacia una gestión basada en resultados, lo que ha producido una acumulación de actividades que se rigen todavía en muchos casos por la lógica de proyectos y no por la lógica de resultados. 

1. Marco de intervención del PNUD con relación al efecto
1.1. La estrategia del PNUD y restricciones

Debido a las razones indicadas anteriormente, el PNUD no ha podido elaborar al comienzo del período una estrategia precisa dirigida a la mejora del Estado de Derecho. Teniendo en cuenta el Marco de Cooperación del País, los documentos del trabajo del PNUD en el contexto del sistema de las Naciones Unidas y la información recolectada, es posible identificar el enfoque que, orientado de acuerdo con categorías vinculadas con los distintos Acuerdos de Paz, se basa en las siguientes opciones estratégicas:

· Apoyo al proceso general de paz y reconciliación de Guatemala, mediante el diálogo político y la facilitación de consensos, desmovilización de ex-combatientes, apoyo a poblaciones desarraigadas, reasentamiento y reinserción y provisión de servicios técnicos y canalización de recursos a la Comunidad Internacional para facilitar la cooperación.

· Proyectos en las áreas de justicia y seguridad ciudadana, privilegiando el fortalecimiento de las instituciones centrales de la justicia (el apoyo a la Policía Nacional Civil, el Poder Legislativo y los partidos políticos fue asumido principalmente por MINUGUA).

· Proyectos en el área de la cuestión agraria, fundamentalmente la tenencia de la tierra, una de las principales raíces del conflicto.

· Proyectos en el área de descentralización y fortalecimiento de las organizaciones locales, incluyendo el reasentamiento de la población desarraigada, apoyando el despliegue del Estado y la legalidad en el territorio, con particular atención a las áreas del interior del país, donde predomina la población pobre e indígena.

· Proyectos en el área de fortalecimiento de las organizaciones de la sociedad civil.

· Proyectos en el área de género, apuntando a los derechos de la mujer.

· Proyectos en el área de multiculturalidad y fortalecimiento de las organizaciones indígenas.

· Énfasis en una respuesta conjunta del Sistema de Naciones Unidas a través del Equipo del País, buscando estimular la coordinación de la asistencia y las alianzas al interior del Sistema y con los Bancos de Desarrollo.

El programa del PNUD incluye numerosos proyectos que contribuyen al efecto por un monto de recursos financieros aprobados de $ 21,039,300 en 2000-2003. En 1996-1999, el monto de recursos aprobado había sido de $ 59,951,402. No se incluyen los proyectos vinculados con la consolidación de la paz, cuyas operaciones se ejecutaron entre 1996 y 1999, después de la firma del Acuerdo de Paz. Entre estos merecen citarse el proyecto GUA/96/018 “Apoyo a la desmovilización e incorporación y a la reconciliación nacional” que facilitó la desmovilización de la URNG, con un monto total aprobado por $ 16,408,655 contribuidos por distintos donantes bilaterales
 y varios otros proyectos de apoyo al cumplimiento de los acuerdos de paz y de apoyo a sociedades desgarradas por la guerra y al reasentamiento y reinserción por un monto total de  $3,041,108. 

Los programas tuvieron diversas contribuciones al efecto, según se detalla más adelante. Sin embargo, la complejidad de tantos planos de cooperación obstaculizó la formulación de una estrategia específica de intervención con nichos prioritarios de acción en cada uno de los programas, eslabonados entre sí, lo que hubiera permitido ampliar la contribución del PNUD al fortalecimiento del estado de derecho.

1.2 Expresión de la estrategia en la asistencia de apoyo

En Guatemala, la asistencia de apoyo es una de las formas claves de intervención del PNUD. En primer término, debe mencionarse el papel del PNUD como parte de las Naciones Unidas, en su interlocución y fuente de información para apoyar en la elaboración de estrategias vinculadas con la implementación del proceso de paz. Mediante el Coordinador Residente, el Sistema integra el Grupo de Diálogo que conforman los doce donantes bilaterales más importantes para Guatemala, el Banco Mundial y el BID, MINUGUA como observador y el Grupo de Trabajo del Gobierno, para establecer un diálogo político continuado y coordinar acciones sobre asuntos relevantes para el país. Además, el SNU es la Secretaría del Grupo.

El PNUD brinda apoyo a la Secretaría de la Paz (SEPAZ) y a la Comisión de Acompañamiento para facilitar el cumplimiento de sus funciones de coordinación de las acciones dirigidas al cumplimiento de los Acuerdos de Paz. En 2000, la Comisión de Acompañamiento elaboró una recalendarización integral del proceso de paz para el período 2000-2004. También en 2000 el Equipo del País de las Naciones Unidas presentó un Análisis Común de Cooperación basado en la Agenda de la Paz y en las disposiciones de las Conferencias Internacionales.

La ausencia de Coordinador Residente y Representante Residente del PNUD afectó la participación del Programa en el diálogo y la promoción de consensos durante 2001. Con el nombramiento del nuevo Coordinador Residente, dichas actividades fueron reforzadas. En 2002, fue importante el papel desempeñado por el Sistema de las Naciones Unidas y MINUGUA en la preparación del Grupo Consultivo que se realizó en el mes de febrero en Washington. A petición del SNU se logró incorporar en la agenda del Grupo Consultivo el tema de la paz junto con el combate a la pobreza y el SNU ayudó a preparar una cartera de proyectos de Paz y Desarrollo que logró un anuncio de monto de $ 2 mil millones de contribuciones adicionales (Para dimensionar este esfuerzo debe señalarse que en esa misma época se realizó la reunión internacional de apoyo a Afganistán, con contribuciones por $ 4 mil millones). En el Grupo Consultivo también se renovó el diálogo sobre el proceso de paz y consolidación democrática en Guatemala, el combate a la pobreza y la corrupción y se consideró el retiro progresivo de MINUGUA hasta su cancelación definitiva.

Uno de los mecanismos de seguimiento del Grupo Consultivo bajo la responsabilidad del Coordinador Residente y la Organización de Estados Americanos (OEA) fue la organización de seis “mesas intersectoriales de diálogo” entre diversos sectores de la sociedad guatemalteca con posiciones encontradas, para promover consensos. A pesar de oposiciones muy fuertes -las ONG no querían dialogar con el gobierno y el CACIF, principal organización empresaria opuesta a la intervención del Estado en la economía, tampoco quería participar- finalmente se realizaron mesas de diálogo con participación de 75 organizaciones en los siguientes temas:

· Indígena: trabajo con organizaciones indígenas y el Estado para identificar por qué no se ha avanzado en el cumplimiento del Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas, acordándose 6 líneas de política,

· Cultura de paz y reconciliación: búsqueda de acuerdo en lo conceptual

· Defensa nacional: 65 personas, incluyendo representantes de las fuerzas armadas, se reunieron semanalmente en 23 sesiones para tratar aspectos de la política de defensa, incluyendo la reducción del papel del ejército en la seguridad interior (contradicción entre los preceptos constitucionales y los Acuerdos de Paz). Libro Blanco elaborado que define la función de Defensa del Estado y asigna el papel de las fuerzas armadas en la seguridad nacional, presentado al P.E.

· Desarrollo rural: temas de tierra y situación agraria, derechos de los pueblos indígenas, ambiente y recursos naturales, participación social, desarrollo productivo y comercialización, funciones y financiamiento del Estado

· Derechos humanos, justicia y seguridad: mesa de la sociedad civil no multisectorial, para el diálogo con representantes del Estado. Funcionaron 6 grupos de trabajo con una participación total de 90-100 personas.

· Desarrollo económico y equidad: concertación de sectores, incluyendo representantes de la gran empresa privada.

El nuevo Grupo Consultivo realizado en mayo de 2003 en Guatemala, permitió un verdadero examen de los Acuerdos de Paz. El PNUD promovió y obtuvo como producto relevante la facilitación de consensos entre los partidos políticos, con vistas a las elecciones generales de noviembre. El Foro de los partidos políticos llegó a dos acuerdos principales: (a) apoyo y continuidad a los procesos de paz; (b) agenda política sobre temas prioritarios –papel de los partidos y visión del Estado y la Nación; seguridad y derechos humanos; crecimiento con equidad y políticas sociales para el desarrollo humano- que los partidos se comprometieron a cumplir cualquiera fuere el resultado de las elecciones.

El PNUD ha utilizado otros instrumentos para fomentar el diálogo y la concertación. Entre 1998 y 2000, el proyecto regional RLA/01/004 “Diálogo Democrático” ha organizado talleres para construir la “Visión Guatemala”, mediante la participación de personas provenientes de diversos sectores de la sociedad en un grupo plural de debate y consenso, aplicando la técnica de planificación por escenarios. En noviembre de 2000 se realizó en Antigua, un taller regional para reflexionar sobre la futura dirección del diálogo cívico, en el cuál se presentó la experiencia guatemalteca.

Otro instrumento de diálogo importante del PNUD es el Informe Nacional sobre Desarrollo Humano, producido en forma interagencial. Durante esta evaluación, el PNUD lanzó su quinto Informe Nacional, que presenta propuestas, entre ellas, sobre el Estado de Derecho y el Estado Democrático. Más allá del documento escrito del informe, lo importante es la promoción del debate sobre políticas de desarrollo mediante seminarios, talleres y la difusión por los medios de comunicación. Los diarios principales del país han publicado artículos y comentarios sobre el informe 2003.

1.2. La estrategia a través de proyectos

Como se ha explicado, el PNUD ha impulsado un conjunto diverso de proyectos en 2000-2003 con la siguiente distribución de recursos:

	Área
	Recursos aprobados 1996-99 (en US$)
	Recursos aprobados 1996-99 (en US$)
	Total recursos aprobados

(en US$)
	%

	Justicia
	43,846,419
	10,694,765
	54,541,184
	

	Seguridad
	2,599,486
	3.001,095
	5,600,581
	

	Tierras
	5,932,570
	152,238
	6,084,808
	

	Descentralización
	3,485,941
	2,521,892
	6,007,833
	

	Sociedad civil
	0
	4,000,000
	4,000,000
	

	Género
	1,214,291
	669,310
	1,883,601
	

	Multiculturalidad
	2,872,695
	0
	2,872,695
	

	Total
	59,951,402
	21,039,300
	80,990,702
	100.0


1.2.1 Área de reforma judicial y seguridad ciudadana

Distintos proyectos se vinculan directamente con el efecto. Varios de ellos se han iniciado antes del período analizado pero están en actividad durante 2003 y algunos de ellos continuarán.

	Área justicia

	Proyecto
	Período
	Organismo
	Área geográfica
	Monto aprobado
	Otros/

PNUD
	Gobierno

	GUA/96/L05 Fortalecimiento del Servicio Público de Defensa Penal
	1997-2002
	IDPP
	Ciudad de Guatemala
	$ 1,380,000
	$ 1,380,000

España
	

	GUA/96/L07 Agilización del proceso de notificaciones judiciales
	1997-1999
	
	Ciudad de Guatemala
	$ 147,031
	$ 147,031

España
	

	GUA/97/010 y GUA/97/L10

Gobierno Judicial
	1997-1999
	Organismo Judicial
	Ciudad de Guatemala
	$ 243,966
	$ 243,966 España/PNUD
	

	GUA/97/004 y U04 PROFED/Coordinación y Fondo Fiduciario
	1997-2003
	Organismo Judicial
	
	5,122,037
	$5,122,037

Suecia
	

	GUA/98/023 y

GUA/98/U23 PROFED/Apoyo al

Organismo Judicial
	1998-jun. 2003
	Organismo Judicial
	Ciudad de Guatemala
	$ 922,426
	$ 922,426

Suecia
	

	GUA/98/034 PROFED

Jueces de paz
	1999-2003
	Organismo Judicial
	Ciudad de Guatemala y 3 centros
	$ 903,555
	$ 903,555

Pbajos
	

	GUA/98/041 Apoyo al Organismo Judicial/Agilización de los procesos judiciales
	1998-2003
	Organismo Judicial
	Ciudad de Guatemala
	$ 1,130,118
	$1,130,118
	

	GUA/99/014 Apoyo a la ejecución de la reforma judicial
	1999-jun 2004
	Organismo Judicial
	8 departamentos
	$ 33,276,535
	$33,276,535

Banco Mundial
	

	GUA/00/004

Agilización procesos judiciales
	Mar. 2001- Dic. 2003
	Organismo Judicial
	8 departamentos
	$ 1,712,547
	$ 1,413,776

Noruega
	$ 298,771



	GUA/00/010

Apoyo al OJ/Jueces de Paz
	Mar 2001-Dic. 2003
	Organismo Judicial
	Departamento de Guatemala
	$4,409,645
	$ 1,977,395

Pbajos


	$ 2,432,250



	GUA/98/040 Apoyo al Ministerio Público
	1999-2001
	Ministerio Público
	16 departamentos
	$ 720,751
	$ 720,751 Noruega
	

	GUA/00/008

Fortalecimiento del Min. Público
	Mar 2001-Sep. 2003
	Ministerio Público
	16 departamentos
	$ 1,616,940
	$1,6016,940 Noruega
	

	GUA/00/L13

Defensorías Indígenas
	Nov.2001- Oct.2002
	IDPP
	7 departamentos
	$165,425
	$154,500

España
	$ 10,925

	GUA/01/028

Defensorías indígenas


	Abr 2002-31 marzo 2005
	IDPP
	5 departamentos
	$1.170,000
	$870,000

Noruega
	$300,000

	GUA/01/U12

Apoyo a la CNSAFJ
	Nov. 2001- dic. 2003
	Com. Nac. para el seguim. y apoyo al fortalecimiento de la Justicia 
	Guatemala
	$ 274,726
	$ 274,726

Suecia
	

	GUA/00/018

Apoyo a la reforma de la educación en derechos humanos
	Feb 2001-feb 2004
	Ejecutado por la Asociación de Estudios Sociales (ASIES)
	Guatemala, Huehuetenan. Quetzaltenan.
	$ 1,095,482
	$ 1,095,482

Finlandia
	

	GUA/02/019 Apuntalando al proceso de paz en Guatemala 
	2002-2003
	
	Ciudad de Guatemala
	$ 250,000
	$ 250,000 PNUD
	


Los proyectos se concentran en el fortalecimiento de la institucionalidad central de la justicia, el Organismo Judicial, el Ministerio Público y el Instituto de la Defensa Pública Penal. El PNUD aporta al esfuerzo de donantes multilaterales y bilaterales y canaliza algunas de las contribuciones de éstos (Suecia, Noruega, Países Bajos, España, EEUU, Finlandia).

En el contexto de aportes significativos de la comunidad internacional para fortalecer el sector justicia y seguridad después de la firma de los Acuerdos de Paz, se firmó en 1997 el “Convenio entre la Instancia Coordinadora de la Modernización del Sector Justicia y el PNUD, en el marco de la Unidad Conjunta MINUGUA-PNUD. El Convenio establece como  componente central de la iniciativa el denominado “Programa para el Fortalecimiento del Estado de Derecho (PROFED) en el Programa del PNUD. Primero se lanzó el proyecto PROFED/Organismo Judicial en mayo 1998 orientado a la modernización judicial y después el proyecto PROFED/Ministerio de Gobernación/ICSMJ (Ver más abajo sector seguridad).  

Organismo Judicial
El PROFED se concibió como programa “sombrilla” que comprende tres proyectos financiados respectivamente por Suecia, Noruega y Países Bajos. Con recursos de Suecia, el proyecto GUA/98/023, se dirigió a la reingeniería de 16 unidades administrativas del organismo judicial, produciendo diagnósticos de la organización, módulos de capacitación y talleres de inducción y capacitación del personal para promover una nueva cultura organizacional, manuales y sistemas de procedimientos administrativos.

El proyecto se inserta en el diagnóstico y plan de modernización del Poder Judicial  promovido por la anterior Suprema Corte de Justicia, cuya primera etapa cubre el período 1999-2004. El programa es ejecutado por una Unidad de Modernización del Organismo Judicial (UMOG), compuesta por 48 personas, técnicos y profesionales de alto nivel. La UMOG coordina la cooperación internacional con el Organismo Judicial. Para la primera etapa, el Organismo Judicial contó con la contribución del Banco Mundial (préstamo de  US$ 33 millones mas US$ 3 millones de contraparte nacional)
, el BID (préstamo sectorial de US$ 25 millones más US$ 6 millones de contraparte)
, organismos bilaterales (Suecia, Países Bajos, Noruega, España, USAID, Japón) y otros organismos (Fundación Soros).

En forma paralela, el proyecto GUA/00/004, “agilización de procesos judiciales” con financiación de Noruega y el Organismo Judicial, continúa la tarea de un proyecto anterior (GUA/99/041 (febrero 1999 a agosto 2001) destinado a la modernización de los juzgados de primera instancia del ramo de menores para procesos no penales en 4 departamentos. El proyecto GUA/00/010 “Programa de Apoyo al Organismo Judicial/Jueces de Paz. Fase II”, con financiación de los Países Bajos es orientado al fortalecimiento de los juzgados de paz en el departamento de Guatemala (2001 a 2003).

Ministerio Público

El proyecto GUA/00/008 del PNUD es la segunda etapa de un proyecto anterior (GUA/98/040) que el PNUD había impulsado entre 1998 y 2000, continuando el trabajo previo de MINUGUA. En dicha fase anterior, se habían organizado cursos de capacitación, brindado asesoría a los fiscales en el trabajo de casos, producido un Manual del Fiscal, efectuado propuestas para la reorganización de las fiscalías y acompañado su implementación. Posteriormente el PNUD dio seguimiento a las fiscalías reorganizadas con el propósito de verificar la implementación del modelo y detectar ajustes, efectuó un diagnóstico y apoyó la reorganización de las fiscalías de sección, elaboró una propuesta para la creación de la Fiscalía contra la Corrupción y produjo una segunda edición actualizada del Manual del Fiscal que fue difundido.

El objetivo de la tercera fase es mejorar la persecución penal, lograr mayor profesionalización de los fiscales, consolidar el modelo de organización y funcionamiento y dar acompañamiento a las mejoras en 17 fiscalías distritales.

Instituto de Defensa Pública Penal

Entre 1997 y 1999, mediante el proyecto GUA/96/L05, con la contribución financiera y técnica de España, el PNUD asistió al Servicio Público de Defensa Penal en la implementación de la Ley del Servicio Público de Defensa Penal y seguimiento para expandir y mejorar cualitativamente el servicio, fortalecer la institución mediante el establecimiento de procesos administrativos (entre otros, reglamento para la carrera del defensor y de defensores de oficio).

En el período 2000-2003, se apoyó la creación de 6 defensorías indígenas con abogados defensores, asistentes de defensor e intérpretes, a fin de ampliar el acceso a los servicios de defensa pública por parte de la población indígena y dar mayor viabilidad y legitimidad del derecho de los pueblos indígenas a ejercer su propio derecho de conformidad con sus principios, normas y autoridades.

Comisión Nacional para el Seguimiento y Apoyo para el Fortalecimiento del Sector Justicia
El PNUD colabora con la Comisión Nacional de Seguimiento y Apoyo al Fortalecimiento de la Justicia, en la que participan las diferentes organizaciones de la justicia, en el camino para asegurar la vigencia y cumplimiento de los Acuerdos de Paz.

A través del proyecto GUA/01/U12, el PNUD brinda apoyo a esta Comisión Nacional, que funciona desde enero de 2000 como tercera instancia de coordinación desde la primera Comisión Nacional de Fortalecimiento de la Justicia creada en marzo de 1997, en apoyo a la implementación del Acuerdo de Paz sobre Fortalecimiento del Poder Civil y Función del Ejército en una Sociedad Democrática. La Comisión, que fue integrada por doce personas en calidad de ciudadanos, produjo como informe final el documento “Una nueva justicia para la paz”, en abril de 1998. En diciembre de ese año se instaló una segunda Comisión Nacional, con el mandato de dar seguimiento a las recomendaciones de la primera Comisión, que entregó su informe de trabajo en enero de 2000. La actual Comisión Nacional se halla integrada por 13 miembros que representan a las diversas organizaciones estatales vinculadas con el sector justicia, dos universidades y tres ciudadanos en carácter personal.

Además del apoyo a la Comisión Nacional, el proyecto PNUD ha contribuido con asistencia técnica a la creación de la Escuela de Estudios Penitenciarios y a la formulación del Anteproyecto de Ley del Sistema Penitenciario.

Educación en derechos humanos

El proyecto GUA/00/018 tiene por objetivo contribuir a la formación profesional con conocimientos en derechos humanos, trabajando con la Universidad Rafael Landívar y la Universidad Nacional de San Carlos, así como en la capacitación de mujeres indígenas liderezas.

Los resultados de las intervenciones que se han considerado más significativas, sin emitir juicios sobre su valor, logrados a través de este conjunto de proyectos en el período 2000-2003, son los siguientes productos (outputs) que no se discriminan por proyectos sino por áreas:

Productos en el área de Justicia:

· Sistema de selección de defensores públicos y ayudantes

· Banco de aspirantes a defensores públicos

· Documentos de bases para capacitación en el IDPP

· Apoyo a numerosos cursos de capacitación de jueces y magistrados, personal de juzgados de las ramas civil, familia y laboral, auxiliares de justicia, defensores públicos, defensores públicos indígenas y mujeres indígenas liderezas y mediadores en la ciudad de Guatemala y en centros del interior del país

· Material didáctico para capacitaciones

· Documento de propuesta de Ley de Servicio Público de Defensa Penal y reglamento del defensor público

· Apoyo a campañas de divulgación

· Documento de propuesta de nuevo sistema de notificaciones judiciales y de Centro de Servicios Auxiliares de la Administración de Justicia (1997-1999)

· Propuesta de Modelo de Organización y Gerencia del Organismo Judicial y la Corte Suprema de Justicia

· Apoyo a diseño de programas de capacitación, elaboración de manuales de organización y funcionamiento

· Documento conteniendo levantamiento y mejoramiento de procesos de cada una de las 16 unidades administrativas del Organismo Judicial

· Propuesta del plan de capacitación a personal de unidades administrativas

· Propuesta de diseño de ingeniería por unidad administrativa

· Diagnóstico de necesidades de capacitación para las áreas administrativas

· Propuesta de programa de capacitación para jueces de paz

· Propuesta de diseño del Modelo del Centro Piloto de Conciliación y Mediación del Organismo Judicial

· Informe de evaluación del Centro Metropolitano de Conciliación y Mediación

· Documento de diagnóstico de la Escuela de Estudios Judiciales

· Propuesta de proyecto de ley de la Carrera Judicial

· Propuesta de manual de funciones en la organización y funcionamiento del Consejo de Carrera Judicial y Junta Disciplinaria

· Propuesta de creación de la Comisión Sectorial de combate a la corrupción

· Apoyo a talleres con participación de 560 alcaldes auxiliares, representantes de sociedad civil y de comités cívicos en sensibilización sobre utilización de la mediación

· Propuesta de modelo de organización y gerencia del Organismo Judicial (separación de funciones jurisdiccionales y administrativas)

· Propuesta de regionalización para la desconcentración de la justicia

· Propuesta de plan estratégico informático

· Inventario nacional de recursos humanos en la justicia

· Documentos de licitación y contratación para la construcción, remodelación y equipamiento de juzgados y apoyo en negociaciones y adquisición de terrenos y elaboración de planos

· Diseño de campañas de divulgación para prevención de linchamientos

· Apoyo para la organización y desarrollo de 13 talleres para la prevención de linchamientos

· Producción de guía básica de la Justicia Penal en cuatro idiomas mayas

· Propuesta de rediseño de la Unidad de Modernización

· Propuesta y Manual de procedimientos mejorados

· Documento de propuesta de reformas al régimen legal en materia procesal

· Propuesta de Código Procesal General y guía de lectura

· Documento de diagnóstico de los órganos jurisdiccionales y procedimientos en los 11 juzgados de primera instancia del ramo de menores y la Magistratura Coordinadora de Menores de la República

· Propuesta de nuevo modelo de organización y funcionamiento de despacho de juzgado de paz y de mejoras según seguimiento

· Propuesta de programa de reorganización en las fiscalías especializadas, distritales y municipales

· Documento de diagnóstico y de reorganización de la Oficina de Atención Permanente en la Fiscalía Metropolitana

· Manual del fiscal (2a edición)

· Propuesta de reorganización de fiscalías

· Apoyo para crear 6 defensorías indígenas en 6 departamentos

· Documento de mapeo de estudiantes y personas licenciadas en Derecho hablantes de idiomas indígenas

· Elaboración de glosario de términos jurídicos en los idiomas mayas

· Documento de propuesta de validación de un Diplomado de Defensor Público en los idiomas mayas

· Apoyo para la creación de la Escuela para Estudios Penitenciarios y la elaboración de su plan estratégico

· Apoyo para la propuesta de proyecto de ley del sistema penitenciario y a la Comisión Consultiva del Sistema Penitenciario Nacional

· Propuesta de proyecto de ley contra la discriminación

· Apoyo a debates y consensos sobre temas vinculados con la administración de justicia

· Apoyo técnico a la Universidad en la curricula de la Licenciatura y en la renovación curricular de la carrera de Derecho

· Propuesta de Pensum de la Maestría en Derechos Humanos

Seguridad ciudadana

En esta área, el PNUD puso en marcha proyectos para fortalecer la Escuela de Estudios Penitenciarios, la Policía Nacional Civil y formular y establecer estrategias de seguridad.

	Área seguridad ciudadana

	Proyecto
	Período
	Organismo
	Área geográfica
	Monto aprobado
	Otros/

PNUD
	Gobierno

	GUA/98/027 Apoyo al Min. de Gobernación e Instancia Coordinadora del Sector Justicia/Escuela de Estudios Penitenciarios 
	1998-2002
	Min. de Gobernación
	Ciudad de Guatemala
	$ 692,133
	$564,887

Suecia, PNUD
	$ 122,246

	GUA/96/016 y GUA/96/L16 Asistencia Técnica policial
	1996-1998
	
	Ciudad de Guatemala
	$ 907,338
	$ 907,338

España/PNUD
	

	GUA/99/022 Seguridad democrática
	1999-2003
	
	Guatemala
	$ 1,015,000
	$ 1,015,000

Noruega, Pbajos, USAID
	

	GUA/00/002

Diseño operaciones de la Sec. Adm. y de Seguridad y apoyo a la Sec. de Análisis de la Presidencia
	2000-2003
	
	Guatemala
	$ 1,825,860
	$ 1,825,860

Suecia, Noruega, Pbajos, UK, USAID, ejecutado por UNOPS
	

	GUA/01/026 y GUA/01/H26

Hacia una política de seguridad ciudadana
	Abril 2002-Sep 2003
	
	Ciudad de Guatemala
	$ 975,735

 
	$ 70,000 PNUD

$ 250,000 UNF

$ 244,783 USAID y Pbajos

$ 380,952 PNUD
	

	GUA/03/002 Fortalecimiento PNC – FORPOL
	2003
	
	
	$ 199,500
	$ 199,500 Noruega
	


Ministerio de Gobernación y PNC
En el contexto del PROFED/Ministerio de Gobernación, el programa del PNUD se orientó a fortalecer al Ministerio como componente del sistema penal, fortalecer la Policía Nacional Civil (PNC) mediante la consolidación de secciones de Subdirección General, comités pro-construcción de comisarías y juntas locales, así como la modernización del sistema penitenciario, a través de planes piloto y su ejecución y la formulación de una política de Estado contra el crimen.

El proyecto GUA/01/026 tiene como antecedentes dos proyectos anteriores, el primero ejecutado en 1996 que tuvo por objeto elaborar un diagnóstico sobre las condiciones sociopolíticas de Guatemala para el período de post-conflicto, así como la conformación de un Grupo Nacional interdisciplinario para el análisis y la reflexión colectiva. La segunda experiencia es el proyecto GUA/99/022 “Hacia una política de Seguridad Democrática” (POLSEDE), que ayudó a elaborar un insumo importante sobre la democratización,  planteando un nuevo modelo de relaciones cívico militares con base en los Acuerdos de Paz. El proyecto actual (GUA/01/026) busca contribuir a la formulación de una política de seguridad ciudadana dentro de un marco consensuado entre la sociedad civil, el gobierno y otros actores políticos.

Ministerio de Gobernación – Sistema Penitenciario
El proyecto GUA/98/027 ha contribuido a apoyar cursos de capacitación para el personal de seguridad del Sistema Penitenciario.

Secretaría de la Presidencia
El proyecto GUA/00/002 inició sus actividades en el año 2000 con el objetivo de brindar los elementos y esquemas legales, gerenciales, operativos y técnicos que permitan sustituir el Estado Mayor Presidencial. También proveyó los elementos legales, operativos y presupuestarios y asistencia técnica que permitan que la Secretaría de Asuntos Estratégico (SAAS) pueda funcionar eficazmente con personal civil. En una segunda fase que se inició en abril de 2001, el proyecto brindó asistencia técnica a la SAAS incluyendo formación en seguridad, apoyo en la realización del proyecto de la Academia de agentes de protección a funcionarios y apoyo para la realización de estudios y propuestas relacionadas al proceso de desincorporación del Estado Mayor Presidencial.

El conjunto de proyectos en el área de seguridad ha logrado los siguientes productos:

Productos seguridad ciudadana:

-     Documento de marco conceptual para el abordaje del tema de la seguridad ciudadana

· Apoyo en la capacitación de agentes policiales para la nueva PNC y de policías de investigación criminal

· Propuesta de nueva curricula de estudios para agentes policiales

· Documentos de propuesta de política contra el crimen

· Propuesta de política democrática contra el crimen

· Apoyo en el diseño y organización interna de la Secretaría de Análisis Estratégico (SAE)

· Apoyo en el diseño de organización de la SAAS y en la capacitación de su personal.

· Aportes conceptuales y propuestas sobre aspectos de la función militar en una democracia, establecimiento de la institucionalidad vinculada con la defensa, seguridad e inteligencia civil, que contribuyen a un Estado democrático.

1.2.2. Área de tierras

Si bien existe consenso en el país sobre la gravedad de la incidencia de los conflictos sobre el acceso y tenencia de la tierra, que están en la base del conflicto armado, la cooperación internacional no ha concentrado sus esfuerzos en este tema. El PNUD apoyó al Gobierno en la definición e implementación de una estrategia nacional en el tema tierra y consolidar el Marco de Coordinación Jurídico Institucional, participando en la creación de CONTIERRA, el 4 de junio de 1997, una dependencia presidencial que tiene como misión intervenir en la resolución de conflictos sobre la tierra, con cobertura nacional y funciones de asesoría y asistencia legal a los campesinos y trabajadores agrícolas. El 30 de abril de 2002, se creó la Secretaría de Asuntos Agrarios de la Presidencia (SAAG) y adscribió a ella a CONTIERRA.

El presupuesto de CONTIERRA está compuesto por asignaciones gubernamentales y en materia preponderante por las contribuciones de la cooperación internacional, entre ellas, el Banco Mundial, Dinamarca, USAID y el PNUD. Las evaluaciones realizadas coinciden en señalar la brecha existente entre las asignaciones gubernamentales y las necesidades de la institución. El PNUD apoyó en los aspectos de estrategia, organización y capacitación, mediante contribución de Dinamarca y asistió a la Unidad Técnico Jurídica de Catastro, mediante recursos propios y cofinanciación proporcionada por el Gobierno de Suecia. 

Por otra parte, el PNUD canalizó financiamiento para realizar catastros en algunos departamentos por valor de $ 53, 304,812, con contribuciones del Banco Mundial, Suecia, Países Bajos, USAID y el Gobierno de Navarra.
	Área de tierras

	Proyecto
	Período
	Organismo
	Área geográfica
	Monto aprobado
	Otros/

PNUD
	Gobierno

	GUA/97/009/01 y GUA/97/009//07 Estrategia

En el tema de tierras
	1997-2003
	CONTIERRA
	
	$ 4,015,653
	$ 3.711,655 Suecia, Holanda y PNUD
	$ 304,497

	GUA/97/023 Litigios
	1997-2002
	CONTIERRA
	
	$ 916,917
	$ 716,917 Dinamarca + $ 200,000  PNUD
	

	GUA/98/L06 Fondo de tierras
	1999-2003
	CONTIERRA
	
	$ 1,000,000
	$ 1,000,000

PNUD
	

	GUA/01/013 Fortalecimiento de FONTIERRA
	2001-2003
	CONTIERRA
	
	$ 152.238
	$ 152,238

Dinamarca
	


Productos en el área de tierras:
· Diseño institucional de CONTIERRA

· Apoyo en la capacitación en negociaciones de tierras e investigación

· Apoyo en la creación e implementación del sistema de información

· Apoyo en la creación y fortalecimiento del Centro de Documentación en CONTIERRA

· Apoyo en el funcionamiento de 7 mesas de negociación (2002) (3 en Petén, Huhuetenango, Nebaj, Izabal y Cobán, espacios de la sociedad civil para articular con el Estado (resolución de 120 casos de litigios)

1.2.3 Descentralización
No se puede desconocer que el PNUD en Guatemala tiene una larga experiencia de cooperación en el área del desarrollo humano a nivel local y la construcción del poder local. Entre 1989 y 1995, PNUD Guatemala participó en el programa regional de desarrollo de refugiados, desplazados y repatriados (PRODERE), con financiación de Italia y el gobierno de Guatemala, con un desembolso de más de $ 30 millones. Con apoyo interagencial (PNUD, ACNUR, OIT, OPS/OMS, UNOPS), el programa trabajó en los departamentos de El Quiché y Huehuetenago, promoviendo la paz y la reconciliación de sectores enfrentados por el conflicto armado y el reasentamiento de la población desarraigada junto con la población local en micro regiones, municipios y departamentos. Se desarrollaron y aplicaron metodologías participativas para fortalecer la institucionalidad local (consejos de desarrollo) mediante unidades técnicas e instalar instancias de justicia y derechos humanos, sistemas locales de salud y educación, agencias de desarrollo económico local y planeamiento territorial.

Firmado el Acuerdo de Paz para el Reasentamiento de las Poblaciones Desarraigadas por el Enfrentamiento Armado el 17 junio de 1994, el programa continuó su aplicación con los proyectos GUA/95/05 “Programa de Desarrollo Humano Sostenible a Nivel Local (DECOPAZ)” en Huehuetenango, El Quiché y Alta Verapaz
 (financiación PNUD) y GUA/96/005 “PDHSL-FIDHEG en Huehuetenango (financiación de los Países Bajos), brindando apoyo a las organizaciones locales para formular sus planes de desarrollo, incluyendo programas de inversión, donde se canalizaron fondos del gobierno nacional y de la cooperación internacional.

Posteriormente a las experiencias mencionadas, el PNUD redujo sus intervenciones de apoyo directo en el nivel local para priorizar la formulación de políticas generales. En 1997 se puso en marcha el proyecto GUA/97/025, con el propósito de apoyar a la Comisión Presidencial para la Modernización y Descentralización del Estado en el diseño de una estrategia de descentralización y formular un plan de trabajo 2000-2004.

	Área descentralización y fortalecimiento del poder local

	Proyecto
	Período
	Organismo
	Área geográfica
	Monto aprobado
	Otros/

PNUD
	Gobierno

	GUA/97/025 Descentralización
	1997-2003
	
	
	$ 3,485,941
	$ 1,975,231

Suecia


	$ 1,510,710

	GUA/00/006 SIAF Adm. Financiera municipalidades
	2000-2003
	
	
	$ 724,034
	$ 724,034
	

	GUA/00/G81 y GUA/01/005 Fortalecimiento de las capacidades locales
	2001-2003
	
	
	$ 979,710
	$ 979,710

PNUD Capacidad 21 y 2015
	

	GUA/01/025 Fortalecimiento consejos de desarrollo y UPRECO
	2001-2003
	
	
	$30,603
	$ 30,603
	

	GUA/01/U11 Programa IDH/ERP/PF
	2001-2003
	
	
	$ 549,450
	$ 549,450 

PNUD
	

	GUA/02/H07 APPI Nacional
	2002-2003
	
	
	$ 238,095
	$ 238,095

Italia
	


El conjunto de proyectos ha logrado como productos relevantes los siguientes:

Productos en el área de descentralización:
· Apoyo al documento “Metas y desafíos de la descentralización en Guatemala 2000-2004

· Apoyo en la formulación de programas de universalización de los servicios públicos municipales, descentralización política, descentralización administrativa y descentralización fiscal.

· Apoyo en la preparación del anteproyecto de Ley de descentralización

· Apoyo a las comisiones del Congreso de la República relacionado con la propuesta de ley y reglamentos.

· Apoyo a vínculos con la Asociación Nacional de Municipalidades (ANAM) y a la Asociación Guatemalteca de Alcaldes y Autoridades Indígenas

· Apoyo para la instalación del sistema computerizado TECNI-MUNI para la modernización municipal en varias municipalidades del país (departamentos de Alta Verapaz, Baja Verapaz, Chiquimula, Quetzaltenango. 

1.2.4. Sociedad civil

En el marco del proyecto GUA/97/004 se canalizaron recursos de Noruega y Suecia para conformar un programa denominado “Participación de la Sociedad Civil” en materia de reconciliación nacional, derechos humanos y justicia. El programa inició sus actividades a principios de 2001 y ha realizado actividades hasta el presente. El 75% de los fondos ha sido destinado a respaldar convenios de cooperación con organizaciones de la sociedad civil. El 25% restante ha sido aplicado a actividades principalmente de capacitación y asesoría en favor de dichas organizaciones. Para seleccionar los convenios se formó un comité de selección y seguimiento que recibió 297 propuestas de las cuales fueron aprobadas 27. Asimismo, el programa ha apoyado numerosos pequeños proyectos.

Del conjunto de proyectos aprobados, 20 fueron destinados a fortalecer organizaciones de nivel local y los restantes son proyectos nacionales.

	Area  Sociedad civil

	Proyecto
	Período
	Organismo
	Área geográfica
	Monto aprobado
	Otros/

PNUD
	Gobierno

	GUA/97004 Fondo Fiduciario – Programa de participación de la Sociedad Civil
	2000-2003
	
	
	$ 4,000,000
	$ 3,000,000 Noruega

$ 1,000,000 Suecia
	


Productos en el área sociedad civil:
· Criterios para la selección de proyectos de apoyo a organizaciones de la sociedad civil

· Desarrollo de un programa de capacitación y de fortalecimiento institucional basado en temas identificados por las mismas organizaciones beneficiarias

Constitución de un equipo de coordinación para el seguimiento de los proyectos

 1.2.5 Área de equidad de género
El apoyo técnico y financiero del PNUD en los programas de equidad de género se ha orientado a tres áreas relevantes para dar cumplimiento a los compromisos de los Acuerdos de Paz: (a) el fortalecimiento de las áreas institucionales públicas vinculadas con la integración de políticas de género en las políticas públicas a través del fortalecimiento de la Secretaría Presidencial de la Mujer y el Foro Nacional de la Mujer; (b) el diagnóstico y diseño de políticas relativas a la violencia contra la mujer y (c) la creación de las defensorías de las mujeres indígenas. 

	Área equidad de género

	Proyecto
	Período
	Organismo
	Área geográfica
	Monto aprobado
	Otros/

PNUD
	Gobierno

	GUA/96/015  y GUA/96/U15 Mujer y Acuerdos de Paz
	1997-2003
	
	
	$ 1,214,291
	$ 1,214,291

Dinamarca, Suecia
	

	GUA/01/004

Apoyo integral a la Secretaría  Presidencial de la Mujer
	2001-2003
	SEPREM
	
	$  578,954
	$ 578,954

Suecia, Países Bajos
	

	GUA/02/028 Manual Planificación participativa, presupuesto de género
	2003-2004
	
	Chiquimula, Sololá, Huehue, Alta Verapaz
	$ 90,356
	$ 90,356

IDRC
	


Productos en el área de género

· Apoyo técnico y financiero para el funcionamiento del Foro Nacional de la Mujer en la generación de procesos de consulta, elaboración de propuestas y negociación de las mismas para su incorporación a las políticas públicas.

· Apoyo en la elaboración del informe sobre el Avance en la Participación de las mujeres y el Plan de Acción para el Avance de las Mujeres en coordinación con SEPREM, retomando las propuestas elaboradas por el Foro Nacional de la Mujer

· Apoyo para fortalecer organizaciones de la sociedad civil de mujeres incluidas las comisiones permanentes

· Apoyo en la realización de cursos de formación sobre equidad y avance de las mujeres dirigido al personal técnico de SEPREM

· Apoyo para el diseño y puesta en marcha del Diplomado “Género, Pobreza y Políticas Públicas”

· Aportes técnicos para crear un sistema de indicadores de género que permita realizar el seguimiento y evaluación de la política y situación de las mujeres

· Documento “Balance de los avances en la elaboración de indicadores de género

· Propuesta preliminar para institucionalizar el Sistema de Información Estadística con perspectiva de género

· Elaboración de un análisis de ingresos e ingresos del Estado con enfoque de género

· Apoyo para identificar los mecanismos de interlocución entre organismos de la sociedad civil y la SEPREM, con la participación de organizaciones de mujeres de los 22 departamentos del país y realización de las consultas

· Apoyo para un proceso de planificación estratégica participativa para elaborar el Plan Nacional de combate a la violencia contra las mujeres en colaboración con la CONAPREVI

· Apoyo para la construcción de una base de datos actualizada de los instrumentos legales aprobados y publicados sobre violencia contra la mujer

· Propuesta de reforma al código civil

· Propuesta de anteproyecto de reforma de la ley de tribunales de familia

· Apoyo para la presentación a diputados de la propuesta de reformas al código laboral

· Apoyo para la estrategia para promover la participación y ejercicio de la ciudadanía de las mujeres en el Sistema de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural (local, departamental, regional y nacional) y en otros espacios de descentralización

· Apoyo a propuestas para la ejecución del Plan de Equidad de las mujeres, en educación, salud sexual y reproductiva y reducción de la pobreza

· Apoyo en la elaboración de una estrategia para la divulgación y cumplimiento de las Convenciones internacionales asumidos por el Estado de Guatemala y en los Acuerdos de Paz, en coordinación con la Defensoría de la Mujer Indígena y el Foro Nacional de la Mujer.
1.2.6. Área de multiculturalidad

El proyecto Q’Anil B se puso en marcha en consonancia con los compromisos de los Acuerdos de Paz, particularmente el Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas (AIDPI) y el Acuerdo sobre Aspectos Socioeconómicos y Situación Agraria (ASSA) y el Plan de Desarrollo Económico y Social (PLADES). El proyecto estableció una estrategia basada en la sensibilización y capacitación, información y apoyo para el funcionamiento de “espacios de convergencia” en el que participaron intensamente organizaciones indígenas.

	Área de multiculturalidad

	Proyecto
	Período
	Organismo
	Área geográfica
	Monto aprobado
	Otros/

PNUD
	Gobierno

	GUA/97/015 y GUA/97/U04 Q’Anil B
	2001-2003
	
	
	$ 2,872,695


	$ 2,704,017 Noruega, Suecia, PBajos, Dinamarca

$ 168,678

PNUD
	


Productos en el área de multiculturalidad:
· Documento conceptual de la multiculturalidad

· Facilitación de debate y consultas con representantes de diversos sectores de la población y elaboración de Guía sobre la Multiculturalidad

· Programa de formación académica “Postgrado sobre políticas públicas interculturales” con la Universidad del Valle de Guatemala e implementación, talleres de capacitación de funcionarios públicos, profesores de la maestría en políticas públicas de la Universidad Rafael Landívar, Diplomado de multiculturalidad de NALEB y sector de mujeres

· Guía sobre multiculturalidad segunda parte. Enfoque intercultural en las políticas públicas para el desarrollo humano sostenible

· Guía sobre multiculturalidad, tercera parte. La sensibilización como estrategia para nuevas relaciones entre el Estado y la sociedad guatemalteca.

· Apoyo mediante asistencia técnica al Ministerio de Cultura y Deportes para la definición de políticas interculturales; diagnóstico institucional; facilitación del Congreso Nacional sobre Lineamientos de políticas culturales

· Apoyo a la creación de instituciones tales como el Fondo de Tierra y la Defensoría de la Mujer Indígena

· Apoyo a organizaciones indígenas para el diálogo y la negociación con el gobierno con referencia al AIDPI

2. Influencia del PNUD en los factores que inciden en el cambio en el efecto

2.1 Factores vinculados con el marco institucional y jurídico

El PNUD es el organismo principal que proveyó financiamiento y asistencia técnica para formular e implementar el plan de modernización del Organismo Judicial y la ampliación y perfeccionamiento de la Justicia de Paz. La influencia del PNUD en las fortalezas y debilidades de ese plan son determinantes.

En cuanto al Ministerio Público, si bien el PNUD no es la organización central de apoyo, ha cumplido un papel relevante en el financiamiento y apoyo técnico a su plan de reingeniería, con lo cual también se puede sostener que su influencia es determinante en las fortalezas y debilidades de ese plan.

En lo referente al Instituto de Defensa Pública Penal, tanto en su desarrollo institucional como en la incorporación de las Defensorías indígenas, el PNUD ha cumplido un papel predominante y positivo.

En lo relativo al Sistema de Seguridad, el PNUD sólo ha acompañado en menor medida los ajustes en la PNC y su aporte ha sido significativo en la búsqueda de un nuevo modelo de seguridad que supere la actual crisis en el sector.

El apoyo a las instituciones que han asumido los problemas vinculados con la conflictividad de género por parte del PNUD es fundamental, tanto sea en los organismos del Gobierno central como en la sociedad civil.

Lo mismo se puede decir de la influencia del PNUD en lo relativo a la construcción de las instituciones del poder local, particularmente a través del apoyo al nuevo marco legal para la descentralización y la creación de los consejos de desarrollo, aunque la implementación del proceso recién comienza y es prematura una evaluación.

En cuanto a la conflictividad agraria, el PNUD brindó asistencia a CONTIERRA y realizó contribuciones para el desarrollo de una estrategia para enfrentar el problema de tierras. Su influencia, sin ser decisiva, no ha podido revertir la debilidad del sistema institucional en esta área fundamental. Además, el tema de la conflictividad agraria no fue encarado con la suficiente fuerza conforme a la importancia fundamental de este tema tal como surge de los propios Acuerdos de Paz 

En el área de multiculturalidad y en particular en el uso de los idiomas de los pueblos indígenas por parte de las instituciones del país, las acciones del PNUD no han sido relevantes para modificar la situación, salvo en la identificación de los abogados con capacidad para expresarse en lenguas indígenas. De igual modo, en este tema, la acción del PNUD no ha tenido mayor incidencia en la adecuación del marco institucional y legal a las exigencias de la Constitución Política y los compromisos internacionales del país.

2. Factores vinculados con la participación de los sectores sociales
El PNUD ha realizado una labor muy significativa en la promoción y el fortalecimiento de la participación de muy diversos sectores sociales y organizaciones de la sociedad civil y organizaciones del Pueblo Maya, tanto en las ciudades como en el interior del país. Ello se hizo mediante la conjunción de la asistencia de apoyo y de proyectos, facilitando la creación y funcionamiento de espacios de diálogo, concertación y consenso, así como el aumento de la presencia de estos sectores en el debate público, en la formulación de políticas y en el aumento de su capacidad financiera y operativa.

Sin embargo, el problema principal está constituido por las carencias del Registro de Propiedad y la inexistencia de un catastro nacional, lo que determina falta de seguridad jurídica.

3. Factores vinculados con las capacidades de los recursos humanos

El PNUD ha contribuido al fortalecimiento de los centros institucionales de capacitación en las áreas de justicia y seguridad. También ha influido en el diseño y desarrollo de numerosas actividades de capacitación, en particular vinculadas con el Plan de Modernización del Organismo Judicial y la Defensa Pública y participado activamente en la capacitación en temas de género, cursos de derecho indígena y programas vinculados en el estímulo a líderes mujeres del Pueblo Maya.

4. Factores vinculados con los recursos financieros
El PNUD ha tenido una gran influencia en la movilización de recursos financieros de la comunidad internacional, así como ha dado transparencia y agilidad a la ejecución de esos recursos. También ha contribuido a mejorar la gestión financiera y presupuestaria de las instituciones del sector justicia a través de los planes de modernización y reingeniería. En general, el PNUD ha contribuido a un manejo más eficiente de los distintos aportes de la cooperación internacional a través de sus instrumentos gerenciales y de sus actividades de coordinación interagencial y con el resto de los organismos de cooperación.

V. LA ESTRATEGIA DE ALIANZAS DEL PNUD

No obstante la experiencia dedicada del PNUD al trabajo con la Comunidad Internacional en el Apoyo al proceso de paz y democratización de Guatemala y su trabajo conjunto con muy diversos actores nacionales públicos y privados y de la cooperación internacional, las alianzas y sociedades impulsadas presentan dificultades en su conformación y gestión. Esto se manifiesta en los siguientes puntos:

· La estrategia de alianzas y sociedades no es clara ni estable y responde excesivamente a estímulos coyunturales

· No siempre se diferencia en la gestión cotidiana las distintas formas, exigencias y responsabilidades que suponen las distintas alianzas o asociaciones. Por ejemplo, tienden a desdibujarse esas diferencias cuando se trata de los proyectos que canalizan recursos financieros de las relaciones más estrechas donde la conjunción de objetivos e intereses permitiría una distribución de tareas más precisa y una participación continuada de todas las partes a lo largo del proceso de colaboración. Algo similar sucede con otras sociedades como con organismos gubernamentales e incluso con organizaciones de la sociedad civil.

· El gran número de socios y aliados actuales y potenciales genera una carga excesiva de gestión política y estratégica que dificulta el trato particular con cada uno de ellos. Por otra parte, esa fragmentación de intereses y enfoques hace que muchos de ellos tengan la expectativa de que el PNUD cumpla un papel de liderazgo que promueva una mayor coordinación para facilitar una mejor distribución temática y territorial de los aportes.
· Dado que Guatemala, en los últimos 8 años, ha estado sometido a un proceso de verificación por parte de las Naciones Unidas, ello ha introducido distorsiones temporales en las sociedades con los organismos gubernamentales y de la sociedad civil.
· El esfuerzo por modificar las relaciones entre los distintos organismos del Sistema de las Naciones Unidas también ha generado una carga excesiva en el trabajo del PNUD. En efecto, el Programa ha realizado un gran esfuerzo desde la firma de los Acuerdos de Paz para fomentar el trabajo interagencial y una respuesta conjunta de todo el Sistema frente a la realidad del país.

Este contexto de complejidad produce dificultades en la transferencia de los acuerdos políticos y estratégicos entre organismos de cooperación a la operación cotidiana de la Oficina de Campo.

1. Los principales aliados y socios para alcanzar el efecto

1. Los socios nacionales
Todos los organismos públicos vinculados directamente con el efecto han mostrado satisfacción con el desempeño de la sociedad con el PNUD. Las entrevistas con las autoridades y miembros de las instituciones de justicia (Organismo Judicial, Ministerio Público, Instituto de la Defensa Pública Penal y Comisión Nacional para el Seguimiento y Apoyo al Fortalecimiento de la Justicia), ratificaron la importancia y efectividad de esta sociedad. Los funcionarios de SEGEPLAN han manifestado alguna insatisfacción aduciendo falta de información actualizada y permanente.

También existe una notoria satisfacción en numerosos organismos no gubernamentales que han establecido sociedad con el PNUD.

2. Los socios de la cooperación internacional
El PNUD ha establecido sociedades con variados organismos de cooperación externa. Una parte de dichas sociedades se limita a la contribución de recursos por parte de organismos bilaterales y multilaterales. Por ejemplo, en el proyecto GUA/99/014, el PNUD aporta su capacidad operativa de implementación pero no participa en los aspectos sustantivos que orienta el Banco Mundial. Distinto es el caso de la sociedad establecida entre el PNUD, MINUGUA y el Gobierno de Noruega, en los proyectos de apoyo a la justicia (ejemplo: reingeniería del Ministerio Público), donde el trabajo se desarrolla de modo conjunto, con permanencia, con objetivos sustantivos comunes.
Se organizaron comités de coordinación de la cooperación, como por ejemplo en el área de Justicia y derechos humanos en 1998-2002, en el que participaron, convocados por el PNUD, diversos donantes bilaterales (Japón, México, Finlandia, Holanda, Suecia, España, Dinamarca; USAID). 

El Grupo de Diálogo trata una agenda de temas altamente políticos y relevantes, no directamente reflejada en la cooperación para el desarrollo.

Como se ha explicado, el PNUD ha participado activamente en los esfuerzos para impulsar el trabajo interagencial del Sistema de las Naciones Unidas en Guatemala en el marco del proceso ACP/MANUD (CCA/UNDAF). Con el liderazgo del Coordinador Residente, funcionaron entre 2000 y 2003, distintos Grupos Temáticos Interagenciales alrededor de temas claves, entre ellos, justicia, tema indígena y multiculturalidad, pobreza, que en 2002 integró también los temas de Descentralización y Desarrollo Rural; género y avance de la mujer (18 organismos de cooperación) y derechos humanos.

En el Grupo Interagencial de Justicia participaron el PNUD y MINUGUA, continuando la sociedad iniciada en el Grupo Conjunto creado en 1994 para apoyar el cumplimiento del Acuerdo Global sobre Derechos Humanos. Otros miembros del Grupo son la OIT y UNICEF.

El Sistema de las Naciones Unidas acordó una posición común para los Grupos Consultivos realizados en Washington (2002) y Guatemala (2003).

3. Pertinencia y eficacia de las alianzas y sociedades constituidas

La eficacia de la estrategia de alianzas del PNUD en el período analizado varía entre un área de trabajo y otra y en el tiempo. Diversos factores intervienen en los procesos: características del apoyo político y técnico que se confiere a la construcción de la alianza o sociedad, red de relaciones, liderazgo, interés específico de cada miembro, etc. 

En opinión de los evaluadores, el mismo proceso de transición que atraviesa el PNUD hasta la plena incorporación de la Gestión basada en Resultados, incide también en la estrategia de alianzas, en la medida en que ésta es una columna vertebral fundamental de la GBR. Por el contrario, la cooperación basada en proyectos dispersa su acción y requiere menos soporte de socios dado que el trabajo no se orienta claramente a obtener efectos o impacto, esto es, cambios de desarrollo en el mediano y largo plazo.

Predominan las alianzas basadas fundamentalmente en contribuciones financieras. La función del PNUD aquí ha sido importante, dado que los donantes aprecian sus mecanismos ágiles de desembolso (fondos fiduciarios, costos compartidos y otros) y modalidades de ejecución (NEX, DEX) que aseguran transparencia, así como la capacidad potencial del PNUD para inducir una mayor coordinación de la asistencia. 

Los donantes bilaterales han actuado en distintas esferas y distribución geográfica. Mientras Suecia y Noruega y USAID se han dirigido principalmente al sector justicia, Suecia y Noruega al fortalecimiento de organizaciones de la sociedad civil, Italia y los Países Bajos han impulsado proyectos de desarrollo local y Finlandia ha apoyado la educación en materia de derechos humanos y capacitación de líderes indígenas. 

La acción de los grupos interagenciales no ha sido homogénea, variando de acuerdo con la coyuntura política, las posibilidades de trabajo y las particularidades de cada organismo del Sistema.

En general, todas las alianzas y sociedades padecen el problema de una comunicación insuficiente.

La existencia de todas esta multiplicidad de escenarios de coordinación y asociaciones señalan con claridad la potencialidad de liderazgo no aprovechado en su totalidad por el PNUD. Se debe advertir que dada la importancia que estos escenarios tienen en una gestión basada en resultados, su falta de aprovechamiento puede convertirse en un obstáculo de considerable importancia.

VI. CONCLUSIONES

1. Conclusiones Generales sobre el Cambio en el Efecto.

A. A pesar de que los problemas y debilidades estructurales señalados en la Línea de Base persisten, tal como lo ha señalado el Informe Nacional de Desarrollo Humano  presentado en Septiembre de este año y que el período 2000-2003 presenta graves dificultades en el plano económico, político y un deterioro sensible de las condiciones de seguridad, se puede concluir que existe una leve mejora en el Estado de Derecho, con relación a la línea de base y visto como continuidad del proceso de democratización iniciado en 1985 y fortalecido a partir de los Acuerdos de Paz de 1996. No obstante ello, se han hallado cinco áreas en las que no han habido mejoras sensibles y el paso del tiempo sin encararlas con firmeza y atención preferente constituye de por sí un retroceso:

B. No se ha encarado con profundidad el problema del idioma maya y ello constituye la principal dificultad para generar un verdadero acceso a la justicia y la seguridad para millones de personas y una fuerte debilidad del proceso de institucionalización del poder local, con efectos directos sobre la democratización del país.

C. No se ha afrontado con profundidad el problema central de la gestión de la conflictividad que gira alrededor del uso, propiedad y tenencia de la tierra, fuente histórica y actual de innumerables conflictos de otra especie. Al contrario, se observa una creciente criminalización de los conflictos agrarios con grave perjuicio para los sectores humildes y el pueblo Maya. Una situación similar existe con relación a los conflictos laborales, aunque su importancia, si bien es grande, es menor a la que existe sobre el problema de la tierra.

D. Existe una notoria desproporción entre la atención que se le presta a los problemas de justicia y seguridad (aunque el problema de la seguridad urbana, merece sin duda una atención especial) en la ciudad Capital y las principales ciudades del interior y la que se le presta al interior del país, en especial las zonas rurales y, de un modo más particular aún, a aquéllas que han sido escenarios del conflicto armado.

E. No existe una política constante y ni siquiera acciones relevantes, que apoyen de un modo concreto y práctico a las autoridades locales del pueblo Maya, según las necesidades que ellos mismos definan. Ello ha debilitado el reconocimiento, respeto, importancia del sistema político, institucional, normativo y judicial de ese pueblo,  dificultando, además, la integración de ambos sistemas bajo el reconocimiento constitucional de un Estado Multicultural y el cumplimiento de los compromisos internacionales del país.

F.  No se ha afrontado con suficiente firmeza la supresión del Estado Mayor Presidencial, la desmilitarización de las tareas de inteligencia interna y la construcción de un sistema nacional de inteligencia civil con suficiente control parlamentario. Si bien se han hecho enormes esfuerzos para construir consensos y definir políticas y se ha logrado la participación de diversos sectores sociales en un tema tan sensible e importante, este esfuerzo no ha sido acompañado hasta ahora por las decisiones políticas que pongan bases firmes a esa desmilitarización y la construcción de un sistema civil y democrático de inteligencia. Algo similar ocurre con la investigación criminal, en especial de los casos más graves. Todavía no se ha logrado realizar un avance cualitativo  y no se ha discutido ni encarado frontalmente el problema de la reforma de la policía de investigaciones.

2. Conclusiones sobre la influencia de los factores en el cambio del Efecto
Existe una influencia combinada de todos los factores señalados en la mejora del Estado de Derecho, tal como fue descripta, sin que haya sido posible realizar una medición más precisa de la contribución de cada uno de ellos. Sin embargo es posible concluir:

A. La influencia de  los procesos de modernización y reorganización del Organismo Judicial y el Ministerio Público –más allá del reconocimiento de su necesidad y sin emitir juicio sobre la calidad de sus productos- no ha sido muy relevante, más aún si se considera la cantidad de recursos invertidos (costo de oportunidad)

B. Por el contrario, el fortalecimiento y las debilidades del Instituto de la Defensa pública penal tienen una mayor influencia en el cambio del efecto.

C. Ha tenido influencia la cantidad e importancia de leyes sancionadas en el período (ejemplo, ley de descentralización, ley de consejos departamentales de desarrollo, Código Municipal, Ley de Idiomas), a pesar de que no haya variado sustancialmente la calidad de la producción normativa.

D. Pese a la cantidad y calidad de las actividades de capacitación realizadas durante el período y la importancia del fortalecimiento de las Escuelas y Centros de Capacitación, la influencia del factor vinculado con las capacidades de los actores institucionales del sistema judicial y de seguridad no es muy relevante (rendimiento decreciente), salvo la influencia negativa que ha tenido la incapacidad de las Escuelas de leyes  para modificar sus métodos y programas de estudio, en particular la formación básica de los abogados.

E. La influencia de la participación del sector social ha sido un factor de mayor influencia en el sostenimiento y perfeccionamiento del debate público, en la crítica y control de los funcionarios del Estado, en el aporte de propuestas concretas tanto de políticas públicas como en la formación de las leyes. Esta influencia en mucho menor en el interior del país o cuando se trata de organización del pueblo Maya y de otros pueblos indígenas. 

F.  El mantenimiento en términos generales del gasto público corriente y la cantidad de inversiones en el sector, no han significado una influencia determinante en el cambio del efecto, dado que la inversión ha sido dirigida casi totalmente hacia los programas de modernización, cuya influencia es menor, sin perjuicio de su necesidad y calidad. 

3. Conclusiones sobre la contribución del PNUD

El conjunto de acciones realizadas por el PNUD en los distintos planos (asistencia de apoyo, ejecución de proyectos) ha contribuido al cambio en el efecto, pero en mucha menor medida de lo que era esperable por la cantidad, calidad y oportunidad de los recursos disponibles. En particular, el PNUD ha mostrado gran capacidad de convocatoria para construir debates y consensos, pero menor capacidad para hacer que los consensos logrados se conviertan en políticas públicas efectivas, en especial, en las áreas más sensibles. Ello, por las razones que se explican a continuación.

A. Problemas en la comprensión del efecto y su integración con otros efectos (gobernabilidad, etc.)

El conjunto del PNUD Guatemala no ha compartido un concepto común de “Estado de Derecho”, diferenciándolo de otros conceptos como Forma Republicana de Gobierno y Democracia (gobernabilidad democrática). Ello impidió la articulación de las intervenciones con otras acciones y proyectos encarados al interior del propio PNUD (género, desarrollo económico y social, descentralización, multiculturalidad) o de socios relevantes como MINUGUA (poder legislativo, seguridad ciudadana)  

B. Problemas en la definición estratégica y en la selección de las áreas claves de intervención

El PNUD ha aplicado una estrategia general de apoyo a la implementación de los compromisos establecidos en los Acuerdos de Paz, basada en la selección de grandes áreas de intervención (justicia, seguridad, tierras, etc.). La absoluta mayoría de los recursos ha sido aplicado al área justicia ($ 11 millones sobre un total de $ 21 millones en 2000-2003, comparado con $ 44 millones sobre $ 60 millones en 1997-1999), debiéndose recordar que MINUGUA, por su parte, siguió concentrando su cooperación en las áreas del Poder Legislativo y Seguridad. En el caso del PNUD, la cooperación se dirigió principalmente a la modernización de las instituciones de la justicia. El proceso de modernización es positivo pero con escasa contribución al efecto, dado que las intervenciones para ampliar el acceso a la justicia por parte de los sectores sociales prioritarios (indígena, mujer) fueron escasas. Es importante destacar que en los últimos dos años se han iniciado intervenciones (defensorías indígenas, fortalecimiento de organizaciones de la sociedad civil, equidad de género, que han recibido mayor prioridad.

En lo referente a seguridad ciudadana, la cooperación del PNUD se limitó sólo a contribuir con documentos conceptuales y de enfoque, después del trabajo vinculado con la reforma de la PNC mediante financiamiento de España y el apoyo de la Guardia Civil Española en 1997-1999.

En cuanto a la conflictividad de la tierra, el PNUD buscó apoyar la definición de una estrategia durante el período anterior. Sin embargo, ésta sigue siendo un área fundamental, aunque presente gran dificultad política.
Es encomiable la tarea que realiza el PNUD en el área de equidad de género, probablemente una de las intervenciones que ha tenido mayor repercusión en el efecto, a través de la defensa de los derechos de la mujer. En cambio, ha sido más difícil para el PNUD producir y poner en marcha una estrategia en el área de multiculturalidad. Salvo algunos recursos para reforzar organizaciones de la sociedad civil (que tienen un carácter diferente de las organizaciones indígenas), no han habido mas iniciativas que un proyecto implementado en 2001-2002, pero que el PNUD decidió suspender por razones políticas
C. Falta de coordinación conceptual, técnica y operativa

Aparte del trabajo por áreas, el PNUD no elaboró una estrategia específica con relación al efecto, que hubiese incorporado las articulaciones entre las distintas áreas. En esto puede haber influido la dificultad conceptual ya mencionada referente a la definición del efecto pero también prácticas de trabajo estancas en cada área. Se han detectado problemas de coordinación entre las distintas áreas de intervención del PNUD.
1. Entre justicia y seguridad

El área de justicia fue asignada a la gerencia del área de Paz y Reconciliación en 2002, separándola del área de gobernabilidad. En 2003, el área de justicia ha vuelto a asignarse al área de gobernabilidad, que integran también las áreas de seguridad ciudadana, descentralización y género.  Se observa todavía un trabajo no coordinado entre las intervenciones referentes a la reforma judicial y a la seguridad ciudadana, a pesar de que ambos se articulan en la política de disuasión del delito y el ciclo penal (trabajo del fiscal en el Ministerio Público con relación a la PNC y el sistema penitenciario, que dependen del Ministerio de Gobernación).
2. Entre ambos con la sociedad civil

Tanto en justicia como en seguridad ciudadana, a pesar de enfoques conceptuales correctos con respecto a esa participación, no se ha detectado articulación en la práctica entre estas áreas y la de apoyo a la sociedad civil, en lo referente a su participación en centros de administración y coordinación de justicia, seguimiento, control y apoyo a la seguridad pública.
3.  Entre ambos con descentralización
A pesar de la experiencia dejada por programas como PRODERE,  PDHSL y APPI, las áreas de justicia y seguridad no se articulan con el área de descentralización y de fortalecimiento de los poderes locales, buscando incorporar componentes de justicia y seguridad en la definición de políticas y en los programas de los consejos de desarrollo. Nuestros entrevistados informan que en la práctica los consejos de desarrollo priorizan programas de planificación de infraestructura y de extensión de servicios públicos.
4.  Con los programas de género

La incorporación de los programas de género al área gerencial de gobernabilidad del PNUD es muy reciente de modo que en el período analizado no ha habido articulación con las áreas de justicia y seguridad.

5. Con los programas de multiculturalidad
Las intervenciones del PNUD en el área de multiculturalidad se han integrado al área gerencial de Paz y Reconciliación, probablemente porque las acciones en 2003 se han reducido a la promoción de diálogo y consenso a través de una mesa intersectorial. Sin embargo, el proyecto de defensorías indígenas de Justicia no ha coordinado acciones con otras áreas de intervención vinculadas con la población indígena tales como “tierras” o seguridad ciudadana en el territorio donde reside el Pueblo Maya.
6. Con los programas de paz

El área de Paz es sin duda un área transversal del PNUD. Además de las intervenciones generales a través de la asistencia de apoyo (ejemplo, mesas intersectoriales), cada área del PNUD brinda apoyo con relación al Acuerdo de paz al que se relaciona (ejemplo, Descentralización y Acuerdo sobre reinserción de las poblaciones desarraigadas, multiculturalidad y “Acuerdo sobre identidad y participación de los pueblos indígenas”; justicia y seguridad y “Acuerdo sobre fortalecimiento del poder civil y el papel del ejército”. Sin embargo, debe todavía plantearse una estrategia específica que recoja la articulación entre las intervenciones del PNUD y los vínculos entre los distintos acuerdos de paz.
7. Con los programas de derechos humanos

Existen limitaciones dadas por la etapa de posconflicto, donde la intervención del PNUD es vista con el doble lente del apoyo pero al mismo tiempo verificador de acuerdos de paz y crítico del gobierno. También en este caso se observa falta de articulación, en general, entre el proyecto de educación sobre derechos humanos y las otras áreas de intervención.
D. Fractura entre las decisiones políticas y las técnicas

Las áreas técnicas del PNUD, tanto de profesionales de la Oficina de campo y particularmente de los proyectos, no siempre están informados de las decisiones políticas que asumen la dirección del PNUD Guatemala y sus asesores directos.

E. Falta de seguimiento en el campo de los cambios en el Efecto

La Oficina de campo carece de una batería de indicadores aptos para seguir los cambios en el efecto, diferenciando por áreas y también por zona geográfica (zona urbana vs. rural, Ciudad capital vs. interior)

F. Debilidades en las alianzas

Como se ha explicado anteriormente, el proceso de transición del PNUD hacia la gestión basada en resultado explica el énfasis en proyectos y las alianzas consiguientes, donde predominan las financieras, no orientadas claramente al efecto. Ello no significa que no existan sociedades y alianzas como por ejemplo, con los donantes nórdicos en torno a la cooperación judicial, con UNICEF en la equidad de género o numerosas iniciativas conjuntas con los organismos públicos y organizaciones nacionales de la sociedad civil. La complejidad de los programas y el amplio número de interlocutores han hecho difícil determinar prioridades en la constitución de alianzas. 

G. Fallas en la memoria institucional y en el traspaso de responsabilidades en un contexto de alta movilidad de personal

El ejercicio de reducción y cambio del personal decidido por la administración del PNUD han afectado la labor de la Oficina de Campo en Guatemala, que ha perdido una proporción elevada de sus gerentes de área. Sin embargo, también los débiles sistemas de transmisión de información han ocasionado pérdidas de la memoria institucional respecto a enfoques y experiencias de cooperación. Hasta ahora dichas dificultades no han podido superarse por otras vías tales como los SURF u otros mecanismos de recuperación de  experiencias, lo que afecta el desempeño del PNUD que aspira a ser una organización de conocimientos. 
H.  Debilidades en la gestión
VII. LECCIONES APRENDIDAS DURANTE LA EVALUACION
Durante el desarrollo de la misión de evaluación se pudieron detectar problemas y situaciones que pueden ser útiles para perfeccionar futuras evaluaciones, en especial mientras dure la transición desde el énfasis puesto en los proyectos hacia el énfasis puesto en los efectos. Algunas de ellas son las siguientes:

A. El universo de proyectos no se circunscribe a los que se vinculan con el área específica desde el punto de vista de la asignación gerencial ya que los productos que han tenido influencia en el cambio en el efecto pueden provenir de otros proyectos, en particular, cuando se trata de discernir el efecto en áreas tan extensas y complejas como puede ser el Estado de Derecho. Ello obliga a entrevistas, análisis de documentación y cruzamientos de datos que deben ser tomados en cuenta en la preparación de la misión.

B. Asimismo, para medir el cambio en el efecto se deben tener en cuenta proyectos anteriores ya que algunos de sus productos recién pueden adquirir influencia en el ciclo bajo estudio. La evaluación por efectos obliga a romper el ciclo temporal. Además, ello es imprescindible para evaluar la memoria institucional, el aprendizaje de la organización, la acumulación de resultados, tanto de productos como de efectos y poder sostener una lógica de análisis de procesos y no de cambios de estado.

C Por otra parte, cuando se trata de efectos en áreas complejas, es  indispensable que el equipo especializado de la oficina de campo defina con claridad el efecto, ya que el modo como lo ha hecho es también objeto de evaluación y permite observar si efectivamente se está organizando el trabajo hacia ese efecto.
D Como todos estos elementos constituyen cambios grandes en los modos de trabajo tradicionales, pese a que ya se han hecho cursos de capacitación de tipo teórico, es conveniente que se realicen evaluaciones locales con esta metodología para que se profundice la comprensión del nuevo enfoque, bajo la supervisión  de capacitadores.
E Aún en áreas complejas como Estado de Derecho es posible construir una tabla de indicadores útiles que permitan afinar la medición, sin caer en una estructura compleja poco operativa. En la medida que se incorporen estas tablas al trabajo permanente de las oficinas, se facilitará la evaluación y el trabajo orientado hacia resultados.
F Si se quiere evaluar el cambio en el efecto de modo general, el análisis no debe ser limitado por la cobertura territorial de los proyectos.
VIII. RECOMENDACIONES
Formulamos estas recomendaciones teniendo presente que el PNUD se encuentra en un proceso de transición hacia la plena incorporación de la metodología de gestión basada en resultados y que la Oficina de campo del PNUD en Guatemala trabaja en un país muy complejo, todavía en la etapa de post-conflicto y que la Oficina administra cuantiosos recursos movilizados del Gobierno y de la Comunidad Internacional.
A. No es recomendable utilizar en el MRE (SRF) 2004-2007 una definición del efecto tal como se ha realizado en el anterior MRE y tampoco atenerse a la que se ha reconstruido en este informe ya que esta última definición se realizó con el propósito de efectuar la evaluación. “Fortalecer, consolidar o mejorar el Estado de Derecho” es un objetivo de nivel general, al igual que fortalecer la democracia o asegurar la gobernabilidad del país. Para lograr aquel objetivo se pueden identificar efectos, con base en una consideración estratégica. Es necesario que esos efectos estén definidos de tal modo que permitan un seguimiento mediante indicadores precisos y, en lo posible, cuantificables. Por ejemplo, un efecto que contribuye al objetivo de “mejorar el Estado de Derecho” podría ser “aumentar el acceso a la justicia por parte de los sectores rurales de menores recursos”. En ese caso, debe quedar claro que “acceso a la justicia” implica tanto la capacidad institucional de atender reclamos provenientes de esos sectores, así como la capacidad de esos sectores de presentar reclamos y utilizar el sistema institucional. Para darle seguimiento a un resultado de ese tipo es posible construir una tabla de indicadores (cantidad de casos vinculados a esos sectores, defensores y asesores legales disponibles, funcionarios con capacidad de comunicarse en el idioma que utilizan esos sectores, tipos de respuestas dadas a esos reclamos, etc.). Se debería definir con claridad la línea de base (por ejemplo: “En las áreas rurales de tal zona la posibilidad de plantear sus casos ante los tribunales por parte de tales personas (definido el universo de las personas con la mayor precisión posible) es nula (prácticamente mula, muy dificultosa, etc., según el grado de información disponible) y ello se debe a tales causas (los indicadores deben poder medir que esas causas desaparecen total o parcialmente). Esto es sólo un ejemplo. Según consideraciones estratégicas se pueden perseguir uno o varios efectos de este tipo, con el cuidado de que todos ellos estén en el mismo nivel.
B.
Es fundamental que el PNUD organice su acción sobre líneas estratégicas, mucho más allá de la selección de prioridades por áreas de intervención y/o proyectos. La actual coyuntura favorece un nuevo planeamiento estratégico, dada la terminación de varios proyectos y la pronta asunción de un nuevo gobierno. Es así que las nuevas estrategias pueden irse diseñando en la transición, a partir del conocimiento acumulado de la oficina, sus contactos con numerosos actores nacionales y externos, apuntando a la definición más precisa y puesta en marcha habiendo asumido el gobierno las nuevas autoridades.
C. La definición de estrategias debe realizarse libre de la influencia de la inercia de los proyectos. Ello implica la determinación precisa de los efectos a obtener, el análisis de la coyuntura, la renegociación con los donantes y la reestructuración de las alianzas claves para el efecto, así como el análisis de las capacidades reales del PNUD y los cambios operativos necesarios para ajustar posproyectos en curso, a la nueva estrategia.

.
D. Se debe  romper con la lógica de los proyectos y las áreas, para orientar distintos tipos de actividades hacia el efecto. Esto no significa que dejen de existir áreas o proyectos, sino que se debe tener claro que los productos que influyen en el efecto pueden provenir de distintas áreas, niveles, proyectos o acciones del PNUD. Por ejemplo, si se tratase del efecto que se ha presentado de manera ilustrativa, los productos pueden provenir de un proyecto específico (apoyo a la creación de un número mayor de defensorías indígenas), de otras áreas (el impulso a la incorporación de sistemas judiciales locales en el proceso de descentralización –área de descentralización-, el apoyo a la difusión del idioma maya o de otros pueblos indígenas –área de multiculturalidad- la creación de guías sobre derechos de tutela judicial –área de derechos humanos-, etc.) o de otros niveles del PNUD (apoyo para el logro de decisiones políticas o legislativas vinculadas con el uso del idioma maya o con el aumento de presupuesto de la defensa pública en zonas rurales, etc.). Todos estos productos del PNUD están ubicados en distintos lugares de la organización, pero su contribución conjunta se ve clara desde una perspectiva de sistemas. Algo similar ocurre con el problema de los conflictos de tierras. La relación entre capacidad de compra de tierras (FONTIERRA) y las formas de realizar catastros influyen en la conflictividad agraria. Si se asume como Efecto mejorar y extender las formas de resolver conflictos agrarios, serán productos relevantes tanto los que provengan de esas áreas, como los vinculados con la administración de justicia, el poder local, etc. Esto demuestra que un trabajo orientado al efecto no implica abandonar la “áreas” o “proyectos” sino tener capacidad de vincular los productos de todas las áreas y proyectos con los distintos efectos seleccionados en la estrategia. Esto implica un tipo de operación, coordinación y dirección orientada a los “efectos” que es sustancialmente distinta al trabajo por proyectos o por áreas. 
E. El análisis realizado ha permitido identificar puntos de entrada donde el PNUD debería concentrar su cooperación para ampliar su contribución. Lógicamente la definición precisa de los mismos depende de la definición que se haga de los efectos en la nueva estrategia. Intervenciones estratégicas que ofrecen mayores repercusiones son las dirigidas a la zona rural, al pueblo maya y a la mujer, que contribuyen a la lucha contra la exclusión. Esto no está en contradicción con el cambio de la cooperación del PNUD hacia el trabajo “upstream” (diálogo y asesoramiento de políticas), dado que el PNUD debería orientar su trabajo a aquellas políticas públicas que beneficien a los sectores mencionados.  Un programa que tendría un formidable efecto sería el apoyo a la formación de abogados y personal profesional de la justicia hablante de idiomas mayas.

F. No debería hacerse una ruptura abrupta con los proyectos en ejecución, sino aprovechar los espacios institucionales ganados.

G. La estructura de alianzas y sociedades debiera reexaminarse en profundidad. Un aspecto sumamente importante lo constituye el retiro gradual de MINUGUA, lo que impone un cambio que no significa simplemente heredar ciertos proyectos. Es necesario que el PNUD ejerza el liderazgo potencial que le reconocen los donantes. Es aconsejable organizar las alianzas y sociedades en grupos de efecto, superando la alianza reducida a la contribución financiera. Es preferible crear un menor número de alianzas eligiendo críticamente los aliados y/o socios e involucrarlos desde el inicio en los acuerdos sobre efectos, la definición de las formas de intervención, los horizontes y cronogramas y la distribución de responsabilidades mutuas que incluyen el seguimiento y la evaluación. Traducir las alianzas en términos operativos.

H. Encarar en profundidad la capacitación del personal a todo nivel en la gestión basada en resultados, incluyendo el personal de proyectos.
I.  Estimular una cultura interna en la Oficina que propicie el trabajo en equipo, superando los “territorios” de áreas o individuales, sobre la base de la participación en la formulación de estrategias que articulen las contribuciones de cada equipo gerencial a los efectos.
J. Incrementar el trabajo de campo, incluso de los oficiales de programa, particularmente en el interior del país, las zonas rurales y con predominio de población indígena.
� Fuente: “Análisis económico del presupuesto: Sector Justicia – Años 1998 – 2002 y proyecto presupuesto 2003, Movimiento Pro Justicia y Fundación Myrna Mack -. Guatemala, octubre del 2002”. Las cifras del año 2002 no están consolidadas, de modo que se deben considerar sólo como referencia.





� Noruega, Suecia, Países Bajos, Dinamarca, Estados Unidos y Reino Unido, aportaron un total de $ 11,271, 446.


� El proyecto P047039 del Banco Mundial fue aprobado en octubre de 1998 y termina el 30 de junio de 2004; opera mediante un préstamo por US$ 33 millones. Incluyó contratos para juzgados especiales móviles, sistemas de gestión de información judicial, consultoría, construcción complejo regional de Escuintla, construcción de Centro Regional de Quetzaltenango y obras civiles. El aporte del Banco se canalizó a través del proyecto PNUD GUA/99/014


� El proyecto del BID (1998) consiste en dos subprogramas: acceso a la justicia (US$12 millones) para mejorar la cobertura en comunidades mediante la construcción de 8 centros de administración de justicia (CAJs), 47 juzgados de paz y 10 fiscalías de distrito, así como actividades designadas para las comunidades indígenas y un subprograma de US$ 5.7 millones que es fase inicial para fortalecer capacidades gerenciales, técnicas y administrativas y en una segunda fase, para establecer un mecanismo de coordinación. La contraparte es la Secretaría Ejecutiva de la Instancia Coordinadora de la Modernización del Sector Justicia – ICMSJ.


� Entre sus actividades, este proyecto prestó asesoramiento al Consejo Municipal de Desarrollo del Ixcán para formular el Plan Operativo de 1996, el cual fue aprobado por el Consejo de Desarrollo Departamental de El Quiché y de la Región VII, siento retomado por el Poder Ejecutivo y el Congreso de la República, que incluyó una asignación de US$ 10 millones en el Presupuesto Nacional para la ejecución de proyectos de inversión en el municipio. Por primera vez en la historia del país, el Congreso aprobaba un monto de esa magnitud basado en un plan de desarrollo municipal, producto de la concertación de los diversos actores locales.





2
73

